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3 de Junio de 1993 
1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 1” de junio de 1993, 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión ordi- 
naria, cl próximo jueves 3, a la hora 17, a fin de informarse de 
los asuntos entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


Discusión general y particular de los siguientes proyectos 
de ley: 


1% Por el que se aprueba el Convenio entre la República y 
la República de Bolivia para la prevención del uso 
indebido y represión del tráfico ilícito de estupefacien- 
tos y sustancias sicotrópicas. 


(Carp. N* 682/91 - Rep. N* 596/93) 


2%) Por el que se aprueba el Acuerdo de Cooperación entre 
el Gobierno de la República y el Gobierno de la Repú- 
blica Federativa del Brasil para la reducción de la de- 
manda, prevención del uso indebido y combate de la 
producción y tráfico de estupefacientes. 


(Carp. N* 777/92 - Rep. N* 597/93) 


3% Por el que se aprueba el Convenio de Cooperación 
Turística Uruguayo-Paraguaya. 


(Carp. N* 1081/93 - Rep. N* 598/93) 


4%) Por el que se eleva a la categoría de ciudad al pueblo 
San Bautista, ubicado en la 12a. Sección Judicial del 
departamento de Canelones. 


(Carp. N* 1008/92 - Rep. N* 600/93) 


5%) Por el que se eleva a la categoría de ciudad a la actual 
Villa Florencio Sánchez, ubicada en la 13a. Sección 
Judicial del departamento de Colonia. 


(Carp. N* 902/92 - Rep. N* 601/93) 


6% Por el que se eleva a la categoría de ciudad a la actual 
Villa de Cerro Chato, de la 41a. Sección Judicial de 
Florida, 8va. Sección Judicial de Durazno y Óta. Sec- 
ción Judicial del departamento de Treinta y Tres. 


(Carp. N* 800/92 - Rep. N* 602/93) 


7% Informes de la Comisión de Asuntos Administrativos 
relacionados con las solicitudes de venia del Poder 
Ejecutivo para exonerar de sus cargos a: 


un funcionario del Ministerio de Economía y Finanzas. 
(Plazo constitucional vence el 30 de junio de 1993), 
(Carp. N* 1073/93 - Rep. N* 585/93). 
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un funcionario del Ministerio de Defensa Nacional. 
(Plazo constitucional vence el 1% de julio de 1993). 
(Carp. N” 1078/93 - Rep. N* 591/93). 


un funcionario del Ministerio de Salud Pública. (Pla- 
zo constitucional vence el 13 de julio de 1993). (Carp. 
N? 1086/93 - Rep. N” 588/93). 


un funcionario del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas. (Plazo constitucional vence el 14 de julio de 
” 1993). (Carp. N* 1089/93 - Rep. N” 593/93). 


un funcionario del Ministerio de Defensa Nacional. 
(Plazo constitucional vence el 25 de julio de 1993). 
(Carp. N* 1096/93 - Rep. N* 589/93). 


un funcionario del Ministerio de Salud Pública. (Pla- 
zo constitucional vence el 27 de julio de 1993). (Carp. 
N* 1100/93 - Rep. N* 592/93). 


un funcionario del Ministerio de Salud Pública. (Pla- 
zo constitucional vence el 27 de julio de 1993). (Carp. 
N? 1099/93 - Rep. N* 594/93). 


un funcionario del Ministerio de Salud Pública. (Pla- 
zo constitucional vence el 9 de agosto de 1993). 
(Carp. N* 1115/93 - Rep. N* 599/93). 


LOS SECRETARIOS”. 
2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Alonso Tellechea, Ara- 
na, Astori, Batalla, Blanco, Bouzas, Bruera, Cadenas Boix, 
Cassina, Cigliuti, Elso Goñt, Gargano, González Modernell, 
Grenno, Korzeniak, Librán Bonino, Olascoaga, Pereyra, Pé- 
rez, Santoro, Silveira Zavala, Urioste y Zumarán. 


FALTAN: con licencia, el señor Senador Ricaldoni; con 
aviso, los señores Senadores Belvisi e Irurtia; y, sin aviso, los 
señores Senadores Amorín Larrañaga, Bouza y Jude. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 17 y 5 minutos) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 


(Se da de los siguientes:) 


“Montevidco, 3 de junio de 1993, 


La Presidencia de la Asamblea Gencral destina un Mensaje 
del Poder Ejecutivo al que acompaña un proyecto de ley por el 
que se dispone que el otorgamiento de la libertad provisional 
pueda condicionarse a la realización de tarcas en beneficio de 
la comunidad. 


-A la Comisión de Constitución y Legislación. 
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La Presidencia de la Asamblea General remite un Mensaje 
del Poder Ejecutivo comunicando haber dictado un decreto por 
el que se fija en 4% la Tasa Global Arancelaria para la impor- 
tación de petróleo crudo y sus derivados. 


-Téngase presente. 


El Poder Ejecutivo remite un Mensaje comunicando la pro- 
mulgación del proyecto de ley por el que se suspende por el 
plazo de doscientos setenta días a partir del 1% de enero de 
1993, la vigencia de los artículos 339, 340 y 341 de la Ley 
N* 16.320 de 1? de noviembre de 1992, 


-Téngase presente y agréguese a sus antecedentes. 


La Suprema Corte de Justicia remite la información solici- 
tada por los señores Senadores Reinaldo Gargano y José Korze- 
niak, relacionado con el cálculo de porcentajes previstos en los 
artículos 385 y 390 de la Ley N* 16.320, de 1* de noviembre de 
1992, Ó 


-Oportunamente le fue entregado a los señores Senadores 
Reinaldo Gargano y José Korzeniak. 


Los señores Senadores Carlos W. Cigliuti, Walter Belvisi y 
Américo Ricaldoni, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 118 de la Constitución, solicitan se curse un pedido de 
informes al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, diri- 
gido al Instituto Nacional de Colonización, sobre el llamado a 
interesados para la venta de la fracción N* 2 de la Colonia 
Miguel Rubino ubicada en la 5* Sección Judicial de Paysandú. 


-Oportunamente fue tramitado”. 
4) SOLICITUDES DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de una solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Ricaldoni solicita licencia por el día de 
hoy”. 


-LÉase. 
(Se lee:) 
“Montevideo, jueves 3 de junio de 1993, 

Sr. Presidente del Senado 
Dr. Gonzalo Aguirre Ramírez 
Presente 

Por medio de la presente, solicito al Senado se me conceda 
licencia por el día de hoy, en razón de tener que cumplir con 


un compromiso político impostergable en cl interior del país. 


Dr. Américo Ricaldoni. Senador”. 
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-Se va a votar si se concede la licencia solicitada. 

(Se vota:) 

-16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD, 

Dése cuenta de otra solicitud de licencia. 

(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Batalla solicita licencia por el término 
de 31 días”. 


-Léase. 
(Se lec:) 
“Montevideo, 3 de junio de 1993. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Doctor Gonzalo Aguirre Ramírez 
Presente 
De mi mayor consideración: 

Por la presente solicito a usted, se me conceda licencia a 
partir del próximo día 9 del mes en curso y por el término de 
treinta y un días. 

Motiva esta solicitud el hecho de haber sido invitado por 
las autoridades civiles y deportivas de la República del Ecua- 
dor, en oportunidad de la realización del Campeonato Sudamc- 
ricano de Fútbol, edición 1993, en mi calidad de Vicc-Presi- 
dente de la Confederación Sudamericana de Fútbol. 

Sin otro particular, lo saluda muy atentamente. 

Doctor Hugo Batalla. Senador”, 

-Se va a votar si se concede la licencia solicitada. 

(Se vota:) 

-14 en 14. Afirmativa. UNANIMIDAD, 

Fue convocada la primera suplente del señor Senador Bata- 
lla, señora Elisa Delle Piane de Michelini, quien cursó la nota a 
que se va a dar lectura. 


Léase. 


(Se lee:) 
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“Montevideo, Junio 3 de 1993, 


Señor Presidente 

del Senado de la República 
Doctor Gonzalo Aguirre Ramírez 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Por la presente, quien suscribe, Elisa Delle Piane de Miche- 
lini, suplente del señor Senador Hugo Batalla, comunica a Ud, 
que a los efectos pertinentes, se tome nota que por esta única 
vez, no hará uso de la suplencia de referencia, 


Sin otro particular, reitera su consideración más distinguida. 
Elisa Delle Piane de Michelini”. 


-Téngase presente y convóquese al siguiente suplente, doc- 
tor Nelson Alonso. 


5) SEÑOR PRESIDENTE DEL SENADO, DOCTOR 
GONZALO AGUIRRE RAMIREZ. Ejercerá interina- 
mente la Presidencia de la República. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de una nota del Pre- 
sidente del Cuerpo. 


(Se da de la siguicnte:) 


*““El señor Presidente del Cuerpo comunica que entre los 
días 5 y 12 del mes en curso se encontrará ejerciendo interina- 
mente la Presidencia de la República”. 


-Léase. 


(Se Icc:) 


“Montevideo, 3 de junio de 1993, 


Señor Primer Vicepresidente del Senado 
Dr. Walter Santoro 


Cúmpleme informar al Senado, por su intermedio, que entre 
el 5 y hasta el 12, inclusive, del mes en curso, me encontraré 
ejerciendo interinamente la Presidencia de la República, en 
virtud del viaje al Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del 
Norte, del señor Presidente de la República, en cuyo mérito -y 
con arreglo al artículo 94 de la Constitución- deberá asumir la 
Presidencia del Senado y de la Asamblea Gencral, el señor 
Senador Walter Santoro. 


Hago propicia la oportunidad para saludarle con mi más 
distinguida consideración, 


Gonzalo Aguirre Ramírez 
Presidente” 


-Téngase presente. 
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6) INTENDENCIAS MUNICIPALES DEL INTERIOR 
SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado pasa a la hora previa. 
Tiene la palabra el señor Senador Elso Goñi. 


SEÑOR ELSO GOÑI. - Señor Presidente: en el transcurso 
de los últimos veinte o treinta años, ha habido un cambio sus- 
tancial en la labor desarrollada por las Intendencias Municipa- 
les. Fundamentalmente, nos gusta hablar de las del interior del 
país, que son las que conocemos. 


En lo que me es personal, me permitiría delimitar ese cam- 
bio entre el período de la dictadura y el de la democracia, 


Diría que previamente al año 1973 los municipios estaban 
dedicados a la labor netamente municipal, es decir, a lo que 
indica la propia Ley N* 9915, que regula a los gobiernos depar- 
tamentales. El vecino que llegaba a la Intendencia sentía la 
necesidad de exponer aquellos temas propiamente municipales; 
esto es, el arreglo de los caminos, la construcción de alcantari- 
llas o de puentes, los problemas de higiene y los de alumbra- 
do público en los distintos centros poblados. A partir del 
período en el que se retoma al sistema democrático existe un 
cambio -que también vivimos- en el cual el ciudadano del 
interior ve en la Intendencia -cualquiera sea el Intendente y el 
partido político que represente- algo más que un simple orga- 
nismo que tiene la obligación, por mandato popular, de resol- 
ver los problemas. Cabe señalar que las Intendencias se han 
transformado en caja de resonancia de las inquietudes, proble- 
mas y necesidades de cada uno de los departamentos del inte- 
rior. Por otra parte, vemos que se les van sumando una canti- 
dad importante de tareas que no son de su órbita directa, sino 
que la mayoría de ellas son de incumbencia del Gobierno Na- 
cional. No obstante, por una razón de comodidad y agilidad se 
ha ido produciendo -en un lado de la moneda- la descentraliza- 
ción de la cual tantas veces hemos hablado y con la que todos 
estamos de acuerdo. 


Obviamente, a la Directora de una'escuela de cualquier 
ciudad del interior, a la Comisión de Fomento, a la APAL de 
un liceo o a la Comisión de apoyo del hospital, les resulta 
mucho más práctico cruzar la plaza de la localidad, hablar con 
el Intendente y obtener una rápida respuesta a sus inquictudes 
que iniciar un expediente, sobre todo en un país donde sabemos 
bien qué es la burocracia. De no ser así, puede suceder que, por 
ejemplo, cuando el CODICEN o el Ministerio de Salud Pública 
respondan al petitorio, el problema esté sumamente agravado, 


Esta multiplicidad de problemas que se plantean a las Inten- 
dencias supone un aumento de las necesidades económicas por- 
que toda la labor que éstas desarrollan -reitero, independiente- 
mente del partido político que esté en el Gobierno Municipal- 
cuesta dinero que se extrae de los recursos que obtienen en 
cada uno de los departamentos. 


Pienso que en los últimos años se ha producido una impor- 
tante descentralización. No comparto las expresiones de quie- 
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nes afirman que el Gobierno Central otorgue, como si fue a una 
dádiva o un regalo, algún tipo de recurso a las Intendencias. 
Creo que esto no €s así, sino que se trata simplemente de una 
devolución, en parte, de lo que el Gobierno Central recoge 
de cada uno de los departamentos. Evidentemente, se trata 
de una proporción muy pequeña frente a lo que en cada 
departamento recaudan, por ejemplo, el Banco de Previsión 
Social, la Dirección General Impositiva, o cualquier otro 
organismo. 


Por otro lado, cabe señalar que en los últimos años se ha 
avanzado esencialmente en caminería rural, gracias a un prés- 
tamo del Banco Mundial. En realidad, hace alrededor de ocho 
años que se está manteniendo una cantidad importante de kiló- 
metros, lo que ha permitido, sin duda, ver y palpar una trans- 
formación en la caminería rural interna de cada departamento. 
Son pocos -algunos hay todavía- los caminos intransitables que 
existen en cada uno de los departamentos y que todos nosotros 
hemos tenido oportunidad de conocer y sufrir. 


Deseo destacar que el préstamo alcanzaría para que durante 
el transcurso de 1993 se trabaje cn el mantenimiento de la 
caminería en aproximadamente diez mil kilómetros. Según la 
información que poseemos, este préstamo también permitiría 
cubrir algunos meses de 1994, 


Hace un tiempo, cuando formábamos parte del Poder Eje- 
cutivo como Ministro de Transporte y Obras Públicas, se ini- 
ciaron contactos con el Banco Mundial para estudiar la posibi- 
lidad, no de ampliar el préstamo, sino de utilizar los remancn- 
tes para llegar al resto de 1994 y a 1995 a los efectos de que los 
Intendentes que surjan del próximo acto electoral puedan traba- 
jar en esta materia. 


A tales efectos, solicito al Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas que intente agilitar el trámite que ha sido pedido por 
el Congreso de Intendentes. 


Por otro lado, en oportunidad de ser enviados los artículos 
propuestos por el Ministerio de Transporte y Obras Públicas en 
la Rendición de Cuentas anterior, se proponía una partida de 
U$S 5:000.000 de sus fondos propios a los efectos de ser distri- 
buida.entre las Intendencias Municipales por el coeficiente de 
población y territorio. Esto permitiría resolver los problemas de 
financiamiento, fundamentalmente en las zonas pobladas. La- 
mentablemente, ese artículo cayó bajo el filo de la tijera en el 
Ministerio de Economía y Finanzas. Hoy, que no estamos en el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, pensamos exacta- 
mente lo mismo que cuando actuábamos en dicha Cartera. Por 
eso nos permitimos solicitar -falta prácticamente un mes para 
que el proyecto de ley de Rendición de Cuentas y Balance de 
Ejecución Presupuestal llegue al Parlamento- que el Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas envíe ese artículo u otro similar 
al Ministerio de Economía y Finanzas, que allí se salve de la 
voracidad de la tijera y que llegue al Parlamento, porque esta- 
mos seguros de que va a contribuir eficientemente a realizar 
obras en los centros poblados. 
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Por lo expuesto, solicito que la versión taquigráfica de mis 
palabras se pase a los Ministerios de Economía y Finanzas y de 
Transporte y Obras Públicas y a la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción presenta- 
da en el sentido de que la versión taquigráfica de las palabras 
pronunciadas por el señor Senador Elso Goñi pase a los Minis- 
terios de Economía y Finanzas y de Transporte y Obras Públi- 
cas y a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 


(Se vota:) 
-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


7) LOCAL DE LAS ESCUELAS N? 29 Y N? 30. Carencia 
de energía eléctrica. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Continuando con la hora previa, 
tiene la palabra el señor Senador Arana. 


SEÑOR ARANA. - Señor Presidente: en la página 18 de la 
publicación local denominada “La Voz de la Villa del Cerro”, 
correspondiente a mayo del presente año, leímos un artículo 
que nos preocupa sobremanera. Se refiere a un local escolar 
ubicado en la calle Portugal esquina Francia, donde funcionan 
en el turno matutino la Escuela N* 30 y en el vespertino la 
Escuela N* 29. Dicho local carece de energía eléctrica desde el 
23 de julio de 1992. 


No sólo por lo explicitado en la publicación ccrrense, sino 
también por informaciones aportadas por padres de alumnos y 
vecinos de las escuelas mencionadas, debemos afirmar la reali- 
dad de tan lamentable situación. Ello no solamente inhabilita cl 
uso de la iluminación artificial -imprescindible en las primeras 
horas del turno matutino y en toda oportunidad en que el mal 
estado del tiempo haga que la luz natural no sea suficiente para 
el normal dictado de las clases- sino que además se ven perju- 
dicados aspectos de carácter social tales como el fluido y ade- 
cuado funcionamiento de la policlínica odontológica que pres- 
taba asistencia no sólo a los alumnos de ambas escuelas, sino 
también a otros centros educativos de enseñanza primaria de la 
zona, así como a menores asistidos por centros del INAME, 
que existen en el mismo barrio. Tales perjuicios se prolongan, 
como he dicho, desde hace más de 10 meses, sin que se vis- 
lumbre aún la solución. 


Tratando de averiguar sobre el hecho, nos enteramos de 
que el problema se originó a raíz de un desperfecto en el 
tablero eléctrico del local que, al tomar fuego, dejó sin energía 
a todo el edificio desde la fecha mencionada inicialmente. Te- 
nemos entendido que el Consejo de Enseñanza Primaria llamó 
a licitación para realizar las reparaciones necesarias y aceptó la 
oferta de una de las tres empresas que se presentaron al llama- 
do correspondiente. La empresa se comprometía a realizar las 
obras en dos meses, aunque el plazo se extendió a siete, según 
parece a causa de demoras en los pagos correspondientes, Fina- 
lizadas las reparaciones en el interior del local, correspondía 
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dar paso a que UTE hiciera las instalaciones subterráneas, ex- 
remo que no hizo efectivo -según nos hemos informado- por 
adeudos que quizás se mantienen con ese Ente. 


Lo crítico de una situación tan largamente postergada ha 
llevado a los padres de los alumnos a “dejar de enviar sus niños 
a clase” -se dice así textualmente- “si en 15 días no hay solu- 
ción por parte de Primaria”. Entonces, uno se pregunta, señor 
Presidente, ¿será necesario tener que llegar a medidas de tal 
naturaleza para reclamar algo tan Obvio e imprescindible para 
el correcto funcionamiento de un centro educativo, como con- 
tar con energía eléctrica? Son más de 1.200 alumnos los que 
concurren en los dos turnos, los que se ven afectados por los 
problemas a que hacemos referencia. ¿Deberán continuar sus 
cursos alumbrando los salones con velas o faroles? Estamos en 
Montevidco, en la capital de la República Oriental del Uru- 
guay. Sin embargo, deberán continuar en esta situación, Optan- 
do por esto. ¿Cómo harán para poder tomar un vaso de leche 
caliente? Pregunto esto porque la cocina con que cuentan es 
eléctrica y no puede ser sustituida fácilmente por otra forma de 
energía, 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Millor) 


-¿Qué pasa con la atención odontológica, que está suspendi- 
da desde hace tanto tiempo? ¿Qué pasa si en 15 días no hay 
solución y los padres ponen en práctica la medida de no enviar 
a sus niños a clase? Hacia atrás no se puede operar, pero sí 
partiendo de hoy en adelante. Es por eso que hacemos este 
planteo, señor Presidente, confiando en que se tomarán de in- 
mediato las medidas necesarias para terminar con esta penosa y 
sorpresiva situación, 


Por lo expuesto, solicitamos que la versión taquigráfica de 
nuestras palabras se haga Hegar con la mayor celeridad posible 
al Consejo de Educación Primaria, al Consejo Directivo Cen- 
tral, a las respectivas Comisiones de Fomento de las Escuclas 
Nos. 29 y 30 y, complementariamente, al Ministerio de Educa- 
ción y Cultura, si -y sólo si- estas versiones taquigráficas se 
envían en forma simultánea y no condicionada a ese orden, tal 
como se aclaró en la última sesión del Senado. Me refiero al 
hecho de que una exposición realizada en la hora previa tuviera 
que demorar casi tres años en llegar a algunas de las institucio- 
nes a las que se solicitó fuera remitida en tiempo y forma. 


Reitero, pues, mi solicitud de que se pase al Ministerio de 
Educación y Cultura, sí -y sólo si- se envían simultáneamente a 
todos los organismos que he mencionado. De no ser así, que no 
se envíen, porque no estamos pidiendo ningún tipo de informa- 
ción, sino simplemente una comunicación a todas estas entida- 
des. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Pablo Millor). - Si me discul- 
pa, señor Senador, a la Presidencia no le queda claro si debe 
poner a votación que la versión taquigráfica de sus palabras 
pase o no a esos organismos, porque se le escapa de qué forma 
se puede satisfacer su lícito deseo en el sentido de que se 
proceda simultáncamente y con la mayor celeridad posible. 
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SEÑOR ARANA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Pablo Millor). - Tiene la pala- 
bra el señor Senador. 


SEÑOR ARANA. - Si la Presidencia resuelve enviar la 
versión taquigráfica simultáneamente a todos esos organis- 
mos -como corresponde- solicito que efectivamente se vote la 
solicitud que formulo en este momento. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Pabio Millor). - Se va a votar 
si la versión taquigráfica de las palabras pronunciadas por el 
señor Senador Arana, se pasan simultáneamente y a la mayor 
brevedad posible al Consejo de Educación Primaria, al Consejo 
Directivo Central, a la Comisión de Fomento de las Escuclas 
N? 29 y 30 y al Ministerio de Educación y Cultura. 


(Se vota:) 
-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


$) CONCENTRACION DE TRABAJADORES. Enfren- 
tamiento con las fuerzas del orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Pablo Millor). - Tiene la pala- 
bra el señor Senador Bouzas. 


SEÑOR BOUZAS. - Señor Presidente: en la tarde de hoy 
concurrí a una concentración de trabajadores que se realizó en 
la Plaza de Cagancha, preocupado por la posibilidad de que se 
reiterara algún tipo de enfrentamiento con las fuerzas del or- 
den, como lamentablemente ocurrió hace una semana en las 
puertas del Palacio Legislativo. 


La concentración, que fue convocada por la central sindical 
PIT-CNT, constó de la lectura de un documento por el que 
aquella hace saber que ha declarado en estado de asamblea 
permanente a los gremios. Asimismo, hizo conocer sus preocu- 
paciones centrales en cuanto a las reclamaciones salariales que 
hoy efectúan, fundamentalmente, los trabajadores de la Admi- 
nistración Central y de la construcción y en lo relativo a los 
problemas atinentes a las fuentes de trabajo que afectan a los 
gremios del metal, del cuero y de la carne. En el transcurso de 
la manifestación, algunos dirigentes sindicales nos hicieron co- 
nocer las situaciones que se dan en algunas fábricas, en virtud 
de no autorizarse la vida sindical dentro de ellas, por parte de 
sus propietarios. Esto sucede, particularmente, en las empresas 
“FRIPUR”, del sector de la pesca, y “Laja”, de la rama meta- 
lúrgica. 


Cabe destacar que el desarrollo de la manifestación fue 
pacífico y respetuoso. Ahora bien; esta concentración -que se 
hace cuando se está llevando a cabo una huciga muy importan- 
te en el sector de la construcción- ocurre en momentos en que, 
de acuerdo con los últimos indicadores cconómicos dados a 
conocer en estos días, tenemos una inflación anualizada que 
oscila entre el 54% y el 55%, mientras que el Indice de Precios 
al Mayorista de productos nacionales y el tipo de cambio pro- 


44 -C.S. 


longan una tendencia descendente de su ritmo de aumento, que 
se viene manifestando desde hace más de dos años. 


Hay que tomar en cuenta que el Indice de Precios al Mayo- 
rista de productos nacionales anualizado se sitúa en el 34,1%, 
al 31 de mayo de 1993 y que el tipo de cambio en los últimos 
doce mescs alcanzó un 29,9%. Esto hace que el índice de 
devaluación de la moncda esté casi un 16% por debajo del 
Indice de Precios al Consumidor en el último año. A ello se 
agrega que en el mes de mayo cl Indice de Precios al Consumi- 
dor se elevó un 4,71%, llegándose así, en los primeros cinco 
mescs del año, al 21,56%. Debo señalar que en él, el rubro de 
alimentos y bebidas es el que tuvo mayor incremento, llegando 
al 7,6% de aumento en el mes de mayo. 


Por otro lado, el Indice de Precios al Consumidor para el 
conjunto de hogares del departamento de Montevideo con un 
ingreso total que no exceda el monto de cuatro Salarios Míni- 
mos Nacionales, presentó un incremento del 5,16%, de acuerdo 
con los estudios elaborados por el Instituto de Estadística de la 
Facultad de Ciencias Económicas, Es decir que para los hoga- 
res de menores ingresos el costo de la vida subió más que el del 
conjunto de la población. Si tenemos en cuenta que de acuerdo 
con ese índice elaborado por la Facultad de Ciencias Económi- 
cas, la canasta básica para esos hogares se sitúa en $ 1.585 y 
que las informaciones del Banco Central señalan que en la 
misma fecha el ingreso promedio de la población está ubicado 
en aproximadamente $ 1,200, vemos que éste está por debajo 
de la canasta básica. Cuando nos referimos a ingreso promedio, 
señor Presidente, debemos tener en cuenta que hay hogares que 
están por encima de esa cifra, lo que hace pensar que existen 
gran cantidad de familias que están por debajo de ella. 


Por otra parte, cn la prensa se anuncia que como conse- 
cuencia de que no se están cumpliendo las metas que se había 
fijado el Poder Ejecutivo para el año 1993, sc haría necesaria la 
búsqueda de algún otro tipo de recorte de gastos. En lo perso- 
nal, pienso que 1993 sería el año en el que deberían estar dando 
sus frutos el ahorro forzoso que significó cl ajuste fiscal que se 
hizo al inicio de 1990, Hace dos días me refería a los miniajus- 
tes fiscales que se sufren cada cuatro meses a través de la 
rebaja que experimenta el Salario Mínimo Nacional desde 1970 
hasta la fecha pero, fundamentalmente, a partir del momento 
de la reinstauración de la democracia. De acuerdo con cálculos 
realizados muy rápidamente, por ejemplo, solamente por asig- 
naciones familiares, en el último ajuste del Salario Mínimo 
Nacional -el que se produjo en el mes de mayo de este año- se 
logró ahorrar $ 8:000.000 en el año, que equivalen a algo más 
de U$S 2:000.000 de ahorros para el Banco de Previsión So- 
cial. Esta suma se rebaja de los ingresos de aquellos trabajado- 
res que tienen hijos en condiciones de ser beneficiarios de 
Asignaciones Familiares. 


Por otro lado, si analizamos la durcza de la huelga general 
del sector de la construcción, donde el problema está ubicado 
en un tope del 28% anual para los trabajadores de la construc- 
ción. Si vemos que tanto desde el punto de vista de la Cámara 
de la Construcción como de la Liga de la Construcción los 
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empresarios argumentan que el problema del costo de su sector 
tradicionalmente se encuentra en que el 50% corresponde a 
mano de obra y leyes sociales y el resto a materiales. Al día de 
hoy, el costo de la mano de obra y leyes sociales se elevó al 
55%, quedando el porcentaje restante destinado a materiales. 
Esta elevación de la parte del costo que corresponde a salario 
en detrimento de la de materiales se da como consecuencia que 
los salarios en la construcción aumentan en función del Indice 
de Precios al Consumo, mientras que los materiales se incre- 
mentan en función de la devaluación. Tal como manifiestan los 
empresarios de la construcción, ellos deben vender a precios 
establecidos en dólares, desfasándose el costo por la gran ele- 
vación de los salarios. El topé del 28% que sugiere el Ministe- 
rio de Trabajo y Seguridad Social para el convenio de la cons- 
trucción se debe a que se estima que el dólar aumentará en ese 
porcentaje durante el año 1993, De esta manera, por la vía de 
ponerle un tope a los sueldos se podría llegar a estabilizar 
nuevamente la ecuación, Pero eso ocurre en una situación de 
huelga, en la que los trabajadores, que perciben un salario 
bastante bajo, se resisten a un límite de este tipo. 


(Ocupa la Presidencia el doctor Aguirre Ramírez) 


-Á nuestro juicio, señor Presidente, como este problema 
también se va a plantear con los trabajadores de la Administra- 
ción Central, es necesario que el salario se discuta en forma 
bipartita entre las gremiales de funcionarios del Estado y el 
Gobierno, así como habilitar el funcionamiento libre de los 
consejos de salarios que permiten la firma de convenios colec- 
tivos para los trabajadores de la actividad privada, Pensamos 
que cuando el tema de los salarios comienza a discutirse baja 
la presión social; se encuentran mejores soluciones. Además, la 
experiencia del resto de América demuestra que cuando los 
reclamos son demasiado grandes por parte de los sectores asa- 
lariados en nuestro país éstos se unen a las peticiones de 
empresarios vinculados, por ejemplo, al campo- se originan 
estallidos sociales que, seguramente, ninguno de nosotros de- 
seamos. 


En consecuencia, reitero la necesidad de que se discuta la 
fijación de los ajustes salariales en forma bipartita entre el 
Gobierno y las gremiales de los funcionarios estatales y que se 
habilite el funcionamiento libre de los consejos de salarios, tal 
como está establecido por ley para la actividad privada. 


Finalmente, solicito que la versión taquigráfica de mis pa- 
labras se envíe a los Ministerios de Economía y Finanzas y de 
Trabajo y Seguridad Social, al PIT-CNT, a la Cámara de In- 
dustrias del Uruguay, a la Cámara de la Construcción y a la 
Liga de la Construcción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción formulada. 


(Se vota:) 


-17 en 18. Afirmativa. 
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9) CONVENIO CON LA REPUBLICA DE BOLIVIA, 
Prevención del uso indebido de estupefacientes. Pro- 
yecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE, - El Senado entra al orden del día 
con la consideración del asunto que figura en primer término: 
“Proyecto de ley por el que se aprueba el Convenio entre la 
República y la República de Bolivia para la prevención del uso 
indebido y represión del tráfico ilícito de estupefacientes y 
sustancias sicotrópicas. (Carp. N* 682/91 - Rep. N2 596/93) 


(Antecedentes:) 


“Carp. N? 682/91 


Rep. N? 596/93 


PODER EJECUTIVO 
Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio del Interior 
Ministerio de Educación y Cultura 
Ministerio de Salud Pública 


Montevideo, 5 de noviembre de 1991. 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo 
a fin de someter a su consideración el Convenio entre la Repú- 
blica Oriental del Uruguay y el Gobierno de la República de 
Bolivia para la Prevención del Uso Indebido y Represión del 
Tráfico Tícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas y 
sus Precursores y Productos Químicos Específicos, suscripto en 
la ciudad de La Paz el día 5 de agosto de 1991, 


A través de dicho Convenio, las Partes se comprometen a 
cooperar en la lucha contra el tráfico ilícito y el uso abusivo de 
drogas en todas sus etapas teniendo en cuenta los instrumentos 
internacionales multilaterales existentes en la materia, así como 
los derechos inherentes a la soberanía nacional de cada una de 
ellas. 


Dicha cooperación se instrumentará a través de una fluida y 
constante comunicación entre los organismos competentes, así 
como también actividades de asistencia técnica, en las áreas de 
prevención del consumo ilícito y rehabilitación del toxicóma- 
no; erradicación y sustitución de cultivos ilícitos; represión del 
tráfico de estupefacientes, sustancias sicotrópicas, sus precurso- 
res y productos químicos específicos; formación de recursos 
humanos, etc. 


Asimismo se prevé la posibilidad de realizar actividades 
conjuntas en las citadas áreas y de cooperación a nivel judicial, 
en lo que reficre al intercambio de información sobre legisla- 
ción; a la agilización del trámite de exhortos al narcotráfico y a 
la asistencia recíproca sobre lavado de dinero y bienes prove- 
nientes del narcotráfico, de acuerdo a la legislación vigente en 
cada país. 
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A efectos de instrumentar el Convenio, las Partes prevén la 
constitución de un Grupo de Trabajo binacional, formado por 
representantes de los Organismos nacionales competentes de 
cada país. 


Las facultades de dicho Grupo de Trabajo serán, entre otras, 
las de formular recomendaciones a los Gobiernos para el logro 
de los objetivos propuestos; la elaboración de planes y progra- 
mas en las áreas ya reseñadas y la evaluación del cumplimiento 
del Convenio. 


La convocatoria a las reuniones del Grupo de Trabajo y la 
coordinación del mismo, estarán a cargo de los respectivos 
Ministerios de Relaciones Exteriores. Las citadas reuniones se 
celebrarán alternativamente en Uruguay y Bolivia, en fechas a 
convenir por vía diplomática. 


La importancia del Convenio a estudio, tanto para la pro- 
fundización de las tradicionales relaciones de amistad entre la 
República y la República de Bolivia, como para el desarrollo 
adecuado de políticas de cooperación tendientes a combatir el 
narcotráfico en todas sus etapas, torna de sumo interés su rápi- 
da entrada en vigor, para lo cual se solicita la correspondiente 
aprobación parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la Asam- 
blea General las seguridades de su más alta consideración. 


Luis Alberto Lacalle Herrera PRESIDENTE DE LA 
REPUBLICA, Eduardo Mezzera, Juan Andrés Ra- 
mírez, Guillermo García Costa, Carlos Delpiazzo. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1%, - Apruébase el Convenio entre el Gobierno de 
la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de la Repúbli- 
ca de Bolivia para la Prevención del Uso Indebido y Represión 
del Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas 
y sus Precursores y Productos Químicos Específicos, suscripto 
el día 5 de agosto de 1991. 


Art. 22, - Comuníquesc, etc. 


Eduardo Mezzera, Juan Andrés Ramírez, Guiller- 
mo García Costa, Carlos Delpiazzo. 
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Comisión de 
Asuntos Internacionales 


INFORME 


Al Senado: 


El Poder Ejecutivo, el 5 de noviembre de 1991, remitió 
Mensaje y proyecto de ley, solicitando la aprobación del Con- 
venio suscrito entre la República Oriental del Uruguay y el 
Gobierno de la República de Bolivia, para la prevención del 
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uso indebido y represión del Tráfico Ilícito de Estupefacientes 
y Sustancias Sicotrópicas y sus precursores y productos quími- 
cos específicos, en la ciudad de La Paz el día 5 de agosto de 
1991, 


Dicho Convenio reafirma los compromisos que ambos Es- 
tados han contraído como Partes de la Convención Unica sobre 
Estupefacientes de 1961, enmendada por el Protocolo de Modi- 
ficación de 25 de marzo de 1972, de la Convención sobre 
Sustancias Sicotrópicas de 21 de febrero de 1971, del Acuerdo 
Sudamericano sobre Estupefacientes y Psicotrópicos de 27 de 
abril de 1973 y el Programa Interamericano de Acción de Río 
de 24 de abril de 1986. 


En el artículo 1%, el Convenio establece que “las Partes 
Contratantes cooperarán en la lucha contra el uso indebido y el 
tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, en la 
prevención, tratamiento, rehabilitación y reinserción social del 
toxicómano y en la sustitución de cultivos y desarrollo alterma- 
tivo a través de sus respectivos organismos y servicios naciona- 
les competentes...”. 


En su artículo 2% enumera los alcances del Convenio, a 
saber: 


a) Intercambio constante de información y datos sobre el 
control y represión del tráfico ilícito de estupefacientes y sus- 
tancias sicotrópicas. Asimismo, sobre las acciones emprendidas 
por ambos Estados para prestar la asistencia necesaria a los 
toxicómanos y los métodos de prevención, tratamiento, rehabi- 
litación y reinserción social del toxicómano. 


b) Prestar una mutua colaboración técnica con el fin de 
intensificar las medidas para detectar, controlar, erradicar y 
sustituir cultivos ilícitos. 


c) Intercambio de información sobre: exportaciones y/o im- 
portaciones de precursores inmediatos, insumos químicos, estu- 
pefacientes y sicotrópicos; expertos de los organismos compe- 
tentes para actualizar las técnicas y estructuras de organización 
en la lucha a llevar a cabo; visitas del personal de los respecti- 
vos organismos competentes para coordinar actividades con- 
juntas; información y experiencias sobre sus respectivas legis- 
laciones en materia sobre la cual versa el Convenio. 


d) Asistencia judicial recíproca sobre el lavado de dinero y 
bienes provenientes del tráfico ilícito de estupefacientes y sus- 
tancias sicotrópicas. 


Para el logro de los objetivos de dicho Convenio, en 
su artículo 3%, acuerdan crear el Grupo de Trabajo Bo- 
liviano - Uruguayo sobre uso indebido y tráfico ilícito de 
estupefacientes y sustancias sicotrópicas y sus precursores y 
productos químicos específicos, que actuará como mecanismo 
de coordinación y cooperación en todas las áreas a las que 
reficre el presente Convenio. 
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En su artículo 5%, establece que dicho Grupo de Trabajo 
tendrá las siguientes facultades: 


a) Recomendar a los gobiemnos, las acciones específicas 
conjuntas para el logro de los objetivos propuestos en el Con- 
venio. 


b) Elaborar planes y programas en las áreas ya reseñadas. 


c) Proponer a los respectivos gobiernos las recomendacio- 
nes que consideren pertinentes. 


d) Evaluar el cumplimiento de las acciones contempladas 
en este Convenio y elaborar su propio reglamento. 


En el artículo 6*, establece que el Convenio entrará en 
vigor cuando el cumplimiento de las normas constitucionales 
sea notificado por la vía diplomática. 


En su artículo 7%, establece que el Convenio regirá indefini- 
damente y podrá ser denunciado por cualquicra de las Partes, la 
que producirá efectos 90 días después de que una de las Partes 
haya recibido la notificación de la Parte denunciante. 


En virtud de lo expresado, entendemos que este Convenio 
es un instrumento válido para fomentar las relaciones de amis- 
tad con el gobierno y el pueblo de Bolivia y en consecuencia, 
sugerimos al Cuerpo su aprobación. 


Sala de la Comisión, 19 de mayo de 1993, 


Leopoldo Bruera (Miembro Informante), Alvaro 
Alonso Tellechea, Hugo Batalla, Juan Carlos Blan- 
co, Reinaldo Gargano, Américo Ricaldoni, Alber- 
to Zumarán. Senadores 


CONVENIO ENTRE EL GOBIERNO DE LA 
REPUBLICA DE BOLIVIA Y EL GOBIERNO DE LA 
REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY PARA LA 
PREVENCION DEL USO INDEBIDO Y REPRESIÓN DEL 
TRAFICO ILICITO DE ESTUPEFACIENTES Y 
SUSTANCIAS SICOTROPICAS Y SUS PRECURSORES 
Y PRODUCTOS QUIMICOS ESPECIFICOS 


El Gobierno de la República de Bolivia y el Gobierno de la 
República Oriental del Uruguay, 


en adelante denominados las Partes contratantes; 


Reafirmando los compromisos que ambos Estados han con- 
traído como Partes de la Convención Unica sobre Estupefa- 
cientes de 1962, enmendada por el Protocolo de Modificación 
de 25 de marzo de 1972, de la Convención sobre Sustancias 
Sicotrópicas de 21 de febrero de 1971, del Acuerdo Sudamcri- 
cano, sobre Estupefacientes y Psicotrópicos de 27 de abril de 
1973 y el Programa Interamericano de Acción de Río de 24 de 
abril de 1986; 
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Teniendo presente la Convención de las Naciones Unidas 
contra cl Tráfico lícito de Estupefacientes y Sustancias Sico- 
trópicas, aprobada en Viena cl 20 de diciembre de 1988; 


Teniendo en cuenta sus sistemas constitucionales, legales y 
administrativos y el respeto de los derechos inherentes a la 
soberanía nacional de sus respectivos Estados; 


Interesados en desarrollar la recíproca colaboración para la 
prevención del uso indebido y la represión del tráfico ilícito de 
estupefacientes y sustancias sicotrópicas mediante la armoniza- 
ción de políticas y la ejecución de programas concretos: 


Convienen lo siguiente: 
ARTICULO PRIMERO 


Las Partes Contratantes cooperarán en la lucha contra el uso 
indebido y el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sico- 
trópicas, en la prevención tratamiento, rehabilitación y reinser- 
ción social del toxicómano y en la sustitución de cultivos y 
desarrollo alternativo a través de sus respectivos organismos y 
servicios nacionales competentes, los que mantendrán una asis- 
tencia técnico-científica, los que mantendrán una asistencia téc- 
nico<ientífica, así como un intercambio frecuente de informa- 
ciones relacionadas con el objeto del presente Convenio. 


ARTICULO SEGUNDO 
La cooperación objeto del presente Convenio comprenderá: 


a) Intercambio constante de información y datos sobre el 
control y represión del tráfico ilícito de estupefacientes y sus- 
tancias sicotrópicas dentro de los límites permitidos por los 
respectivos ordenamientos jurídicos; 


b) Intercambio de información sobre las acciones emprendi- 
das en ambos Estados para prestar la asistencia necesaria a los 
toxicómanos y los métodos de prevención, tratamiento, rehabi- 
litación y reinserción social del toxicámano; así como las ini- 
ciativas tomadas por las Partes para favorecer a las entidades 
que se ocupan de la recuperación de los toxicómanos; 


c) Prestar una mutua colaboración técnica con el fin de 
intensificar las medidas para detectar, controlar, erradicar y 
sustituir cultivos ilícitos de los cuales se pueden extraer sustan- 
cias consideradas como estupefacientes y sicotrópicos en sus 
respectivos territorios; 


d) Intercambio de informaciones sobre exportaciones y/o 
importaciones de precursores inmediatos, insumos químicos, 
estupefacientes y sicotrópicos, cuya comercialización se en- 
cuentra bajo controles legales en cada Parte Contratante; 


e) Intercambio de expertos de los organismos competentes 
para actualizar las técnicas y estructuras de organización en la 
lucha contra el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias 
sicotrópicas; 
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f) Intercambio de visitas del personal de los respectivos 
organismos competentes para coordinar actividades conjuntas 
en el área de prevención, control del uso indebido y represión 
del tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas; 


g) Programar encuentros entre autoridades nacionales de 
ambos Estados, a fin de organizar seminarios de entrenamiento 
y especialización para la recuperación de los toxicómanos; 


h) Intercambio de información y experiencias sobre sus res- 
pectivas legislaciones en materia de estupefacientes y sustan- 
cias sicotrópicas, precursores y productos químicos específicos; 


i) Asistencia judicial recíproca sobre el lavado de dinero y 
bienes provenientes del tráfico ilícito de estupefacientes y sus- 
tancias sicotrópicas, de acuerdo a la legislación vigente en cada 


r 


país. 


j) Prever que el procedimiento sea expeditivo cuando una 
de las Partes tramite para la otra los exhortos y cartas rogato- 
rias librados por autoridades judiciales dentro de los procesos 
judiciales contra traficantes individuales o asociados o contra 
cualesquiera que viole las leyes que combaten el uso indebido 
y el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, 
sus precursores y productos químicos específicos, 


ARTICULO TERCERO 


Para el logro de los objetivos del presente Convenio, las 
Partes Contratantes acuerdan crear el Grupo de Trabajo Boli- 
viano - Uruguayo sobre Uso Indebido y Tráfico Ilícito de Estu- 
pefacientes y Sustancias Sicotrópicas y sus Precursores y Pro- 
ductos Químicos Específicos, integrado por representantes de 
los organismos y servicios nacionales competentes de ambos 
Estados que actuarán como mecanismo de coordinación y co- 
operación en todas las áreas a las que se refiere el presente 
Convenio. 


ARTICULO CUARTO 


El Grupo de Trabajo conformará Subgrupos para el desarro- 
llo de las acciones específicas contempladas en el presente 
Convenio. 


ARTICULO QUINTO 
El Grupo de Trabajo tendrá las facultades siguientes: 


a) Recomendar a los Gobiernos, en el marco del presente 
Convenio, las acciones específicas conjuntas para el logro de 
los objetivos propuestos en el mismo, las cuales se desarrolla- 
rán a través de los organismos y servicios competentes de cada 
Parte Contratante; 


b) Elaborar planes y programas para la sustitución de Culti- 
vos y desarrollo alternativo, prevención del uso indebido y la 
represión coordinada del tráfico ilícito de estupefacientes, sus- 
tancias sicotrópicas, sus precursores y productos químicos es- 
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pecíficos, así como también para la prevención, tratamiento, 
rehabilitación y reinserción social del toxicómano; 


c) Proponer a los respectivos Gobiernos las recomendacio- 
nes que consideren pertinentes para la mejor aplicación del 
presente Convenio; 


d) Evaluar el cumplimiento de las acciones contempladas 
en este Convenio; 


e) Elaborar su propio reglamento. 


El Grupo de Trabajo será convocado y coordinado por los 
Ministerios de Relaciones Exteriores de ambas Partes Contra- 
tantes y se reunirá alternativamente en Bolivia y en el Uruguay 
en la oportunidad en que se convenga por vía diplomática, 


ARTICULO SEXTO 


El presente Convenio será ratificado de conformidad con 
las normas constitucionales de ambas Partes Contratantes y 
entrará en vigor cuando el respectivo cumplimiento de dichas 
normas sea notificado por la vía diplomática. 


ARTICULO SEPTIMO 


El presente Convenio regirá indefinidamente y podrá ser 
denunciado por cualesquiera de las Partes Contratantes. 


La denuncia producirá sus efectos noventa días después de 
que una de las Partes haya recibido la notificación de la Parte 
denunciante, 


En fe de lo cual se suscribe el presente Convenio en dos 
ejemplares del mismo tenor e igualmente válidos elaborados en 
idioma español en la ciudad de La Paz, cl día cinco del mes de 
agosto de 1991, 


Por el Gobierno de la 
República Oriental del Uruguay” 


Por el Gobierno de la 
República de Bolivia 


, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general, 


Tiene la palabra el miembro informante, señor Senador Bruc- 
rá. 


SEÑOR BRUERA. - A través de los proyectos de ley que 
figuran como puntos primero y segundo del orden del día, 
vamos a considerar convenios que son similares a otros que ya 
fueron tratados en el Senado y que seguramente los vamos a 
aprobar en el día de hoy. Digo esto porque trataré de ser suma- 
mente breve a efectos de que podamos culminar con el trata- 
miento del orden del día de esta sesión. 
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Como es sabido, el 5 de noviembre de 1991 el Poder Ejecu- 
tivo remitió Mensaje y proyecto de ley solicitando la aproba- 
ción del Convenio suscrito entre la República Oriental del Uru- 
guay y el Gobierno de la República de Bolivia para la Preven- 
ción del Uso Indebido y Represión del Tráfico Ilícito de Estu- 
pefacientes y Sustancias Sicotrópicas y sus precursores y pro- 
ductos químicos específicos, en la ciudad de La Paz el día 5 de 
agosto de 1991. 


Dicho Convenio reafirma los compromisos que ambos Es- 
tados han contraído como Partes de la Convención Unica sobre 
Estupefacientes de 1961, enmendada por el Protocolo de Modi- 
ficación de 25 de marzo de 1972, de la Convención sobre 
Sustancias Sicotrópicas de 21 de febrero de 1971, del Acuerdo 
Sudamericano sobre Estupefacientes y Psicotrópicos de 27 de 
abril de 1973 y el Programa Interamericano de Acción de Río 
de 24 de abril de 1986. 


En virtud de lo expresado, entendemos que este Convenio 
es un instrumento válido para fomentar las relaciones de amis- 
tad con el Gobierno y el pueblo de Bolivia y, en consecuencia, 
sugerimos al Cuerpo su aprobación. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar, 


(Sc vota:) 

-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo 12, 

(Se lee:) 

“ARTICULO 1*.- Apruébase el Convenio entre el Gobierno 
de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de la 
República de Bolivia para la Prevención del Uso Indcbido y 
Represión del Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias 
Sicotrópicas y sus Precursores y Productos Químicos Específi- 
cos, suscripto el día 5 de agosto de 1991”. 

-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 


-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado en general y particular el proyecto de ley 
que se comunicará a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por 
ser igual al considerado) 


3 de Junio de 1993 


10) ACUERDO DE COOPERACION SOBRE ESTUPE- 
FACIENTES CON LA REPUBLICA FEDERATIVA 
DEL BRASIL. Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el asunto 
que figura en segundo término del orden del día: “Proyecto de 
ley por el que se aprueba el Acuerdo de Cooperación entre el 
Gobierno de la República y el Gobierno de la República Fede- 
rativa del Brasil para la reducción de la demanda, prevención 
del uso indebido y combate de la producción y tráfico de estu- 
pcfacientes. (Carp. N* 777/92 - Rep. N* 597/93)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 777/92 
Rep. N* 597/93 


PODER EJECUTIVO 
Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio del Interior 
Ministerio de Economía 
y Finanzas 
Ministerio de Educación 
y Cultura 
Ministerio de Salud Pública 


Montevideo, 23 de marzo de 1992, 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo 
a fin de someter a su consideración el adjunto proyecto de ley 
por el cual se aprucba el Acuerdo de Cooperación entre el 
Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno 
de la República Federativa del Brasil para la Reducción de la 
Demanda, Prevención del Uso Indebido y Combate de la Pro- 
ducción y el Tráfico Ilícito de Estupefacientes, Sustancias Si- 
cotrópicas y sus Precursores y Productos Químicos Específicos, 
suscrito cn la ciudad de Brasilia el 16 de setiembre de 1991, 


A través de dicho instrumento internacional ambas Partes 
se comprometen a realizar programas conjuntos y armonizar 
políticas en relación a la educación preventiva, la rchabilita- 
ción del fármacodependiente y el combate al tráfico ilícito de 
estupefacientes, sustancias sicotrópicas y sus precursores y pro- 
ductos químicos específicos. 


En el Preámbulo y en el artículo 1 del Acuerdo se expresa la 
convicción de las Partes Contratantes en relación a la necesidad 
de implementar dicha cooperación, teniendo en cuenta la gra- 
vedad de las secuelas derivadas del narcotráfico en todas sus 
ctapas. 


Asimismo se establece que la cooperación se llevará a cabo 
en un marco de respeto a la soberanía y los ordenamientos 
jurídicos internos de cada país, así como a un conjunto de 
instrumentos imternacionales multilaterales en la materia, entre 
los que se citan la Convención de las Naciones Unidas Contra 
cl Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas 
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de 1988; el Programa Interamericano de Acción de Río de 
Janeiro Contra el Consumo, la Producción y el Tráfico lícito 
de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas de 1986; etc. 


La referida cooperación se desarrollará a través de un con- 
junto de actividades, cuya enumeración consta en el artículo II 
del Acuerdo. De entre ellas cabe destacar el intercambio de 
información relativa a personas vinculadas a delitos de narco- 
tráfico o conexos con él; la elaboración de políticas coordina- 
das en materia de educación preventiva, rehabilitación y com- 
bate al narcotráfico; el intercambio de información técnica, 
científica y jurídica en el área abarcada por el Acuerdo; la 
formación de los funcionarios especializados de ambas Partes; etc. 


En lo que refiere al suministro de informaciones de carácter 
judicial o relativas a antecedentes personales, las mismas debe- 
rán constar en documentos oficiales de los respectivos organis- 
mos competentes, que tendrán carácter reservado. 


Por otra parte se prevé la armonización de criterios con 
respecto a la extradición, la confiscación de bienes, etc., así 
como la comunicación al otro Estado Contratante de aquellas 
sentencias sobre delitos vinculados al narcotráfico que se refie- 
ran a nacionales del mismo. 


El artículo IV refleja las particularidades de la relación 
entre la República y la República Federativa del Brasil, esta- 
bleciendo que en la zona limítrofe y en coordinación con los 
Comités de Frontera se elaborarán programas tendientes al cum- 
plimiento de los objetivos generales del Acuerdo, sobre la base 
de la coordinación y complementación de actividades de los 
organismos competentes y de la infraestructura disponible en 
cada territorio, tomando en cuenta tanto a la población residen- 
te como a la que se encuentra en tránsito. 


Para el cumplimiento de dichos programas las Partes po- 
drán requerir conjuntamente el apoyo financiero de organismos 
internacionales. 


Para la instrumentación del Acuerdo se prevé la realización 
de reuniones entre representantes de ambas Partes, a pedido de 
una de ellas, en las cuales se podrán elaborar y proponer planes 
y recomendaciones a ser presentados a sus respectivos Gobier- 
nos, así como efectuar las evaluaciones correspondientes de las 
actividades llevadas a cabo. 


La importancia del tema tratado por el Acuerdo en cues- 
tión, potenciada por el futuro incremento de las tradicionales 
relaciones entre ambos países justifica, a juicio del Poder Eje- 
cutivo, la rápida puesta en vigor del instrumento internacional 
señalado, para lo cual se solicita la correspondiente aprobación 
parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la Asam- 
bica General las seguridades de su más alta consideración. 


Luis Alberto Lacalle Herrera PRESIDENTE DELA ' 
REPUBLICA, Héctor Gros Espiell, Guillermo Gar- 
cía Costa, Ignacio de Posadas Montero, Juan An- 
drés Ramírez, Carlos Delpiazzo. 
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Artículo 1%, - Apruébase el Acuerdo de Cooperación entre 
el Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el Gobier- 
no de la República Federativa del Brasil para la Reducción de 
la Demanda, Prevención del Uso Indebido y Combate de la 
Producción y el Tráfico Ilícito de Estupefacientes, Sustancias 
Sicotrópicas y sus Precursores y Productos Químicos Específi- 
cos, suscrito en la ciudad de Brasilia el 16 de sctiembre de 
1991, 


Art. 2%, - Comuníquesc, etc. 


Héctor Gros Espiel!l, Guillermo García Costa, Ig- 
nacio de Posadas Montero, Juan Andrés Ramírez, 
Carlos Delpiazzo. 
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INFORME 
Al Senado: 


Con fecha 23 de marzo de 1992, el Poder Ejecutivo envió 
al Senado, Mensaje y proyecto de ley tendiente a la aprobación 
del Acuerdo de Cooperación entre el Gobierno de la República 
Oriental del Uruguay y el Gobierno de la República Federativa 
del Brasil para la Reducción de la Demanda, Prevención del 
Uso Indebido y Combate de la Producción y el Tráfico Hícito 
de Estupefacientes, Sustancias Sicotrópicas y sus Precursores y 
Productos Químicos Específicos, suscrito en la ciudad de Bra- 
silía el 16 de setiembre de 1991. 


Como el Mensaje expresa, a través de dicho Acuerdo “am- 
bas Partes se comprometen a realizar programas conjuntos y 
armonizar políticas en relación a la educación preventiva, la 
rehabilitación del farmacodependiente y el combate al tráfico 
ilícito de estupefacientes, sustancias sicotrópicas y sus precur- 
sores y productos químicos específicos”, 


Tal cual se explicita en cl preámbulo del Acuerdo, “cons- 
cientes de que el uso indebido y el tráfico ilícito de estupefa- 
cientes y sustancias sicotrópicas representan una grave amena- 
za a socavar sus economías, en detrimento del desarrollo políti- 
co, cultural y socio económico de sus países” y “de conformi- 
dad con los propósitos de la Convención Unica de 1961 sobre 
Estupefacientes, enmendada por el Protocolo de 1972, de la 
Convención sobre Sustancias Psicotrópicas de 1971, del Acuer- 
do Sudamericano sobre Estupefacientes y Sicotrópicos de 1973 
y de la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico 
lícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas de 1988” 
es que las Partes acuerdan un convenio que en lo sustancial 
expresa: 
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En su artículo 1%, ambas Partes se proponen “armonizar sus 
políticas y realizar programas coordinados para la educación y 
la prevención del uso indebido de drogas, la rehabilitación del 
farmacodependiente, el combate a la producción y el tráfico 
ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, así como 
sus precursores y productos químicos específicos”, 


Por su parte, el artículo 2% enumera una serie de actividades 
que se desarrollarán, tendientes a alcanzar los objetivos traza- 
dos, a saber: 


a) Intercambio de información: policial y judicial sobre 
productores, procesadores, traficantes de estupefacientes y si- 
cotrópicos; sobre programas nacionales que refieran a esas ac- 
tividades; información y experiencias sobre sus respectivas le- 
gislaciones y jurisprudencia, en la materia que trata el acuerdo; 
sobre las sentencias condenatorias pronunciadas contra narco- 
traficantes y autores de delitos conexos. 


b) Elaboración de estrategias coordinadas para la educa- 
ción, atención y prevención del uso indebido de drogas, y la 
rehabilitación del farmacodependiente, 


c) Cooperación técnica y científica tendiente a intensificar 
el establecimiento de medidas para detectar, controlar y erradi- 
car plantaciones y cultivos realizados con el objetivo de produ- 
cir estupefacientes y sustancias sicotrópicas. 


En el artículo 3%, se establece que las Partes “procurarán 
armonizar los criterios y procedimientos concernientes a la 
extradición de procesados y condenados por tráfico ilícito de 
drogas...” 


El artículo 4%, estipula que las Partes, en coordinación con 
los Comités de Frontera, “establecerán programas de coopera- 
ción en los campos de la educación, prevención, asistencia y 
rehabilitación, sobre la base de coordinar las actividades de los 
organismos competentes y la infraestructura existente en el 
territorio de cada Parte”. 


En el artículo 6*, para alcanzar los objetivos que el Acuerdo 
establece, se realizarán reuniones entre las Partes para elaborar 
y proponer planes y recomendaciones a ser presentados a sus 
respectivos gobiernos, para la mejor aplicación del mismo. 


En virtud de lo expuesto, aconsejamos al Cuerpo la aproba- 
ción del referido acuerdo que fortalecerá los vínculos amisto- 
sos con el gobierno y el pueblo de Brasil. 


Sala de la Comisión, 19 de mayo de 1993. 


Leopoldo Bruera (Miembro Informante), Alvaro 
Alonso, Hugo Batalla, Juan Carlos Blanco, Rei- 
naldo Gargano, Américo Ricaldoni, Alberto Zu- 
marán. Senadores. 
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ACUERDO DE COOPERACION 
ENTRE 
EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA ORIENTAL DEL 
URUGUAY 
Y 
EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA FEDERATIVA DEL 
BRASIL PARA LA REDUCCION DE LA DEMANDA, 
PREVENCION DEL USO INDEBIDO Y COMBATE DELA 
PRODUCCION Y EL TRAFICO ILICITO DE 
ESTUPEFACIENTES, SUSTANCIAS SICOTROPICAS 
Y SUS PRECURSORES Y PRODUCTOS QUIMICOS 
ESPECIFICOS 


Los Gobiernos de la República Oriental del Uruguay y de la 
República Federativa del Brasil, 


En adclante llamados “Las Partes” 


Conscientes de que el uso indebido y el tráfico ilícito de 
estupefacientes y sustancias sicotrópicas representan una grave 
amenaza a la salud y al bienestar de sus pueblos, que tiende a 
socavar sus economías, en detrimento del desarrollo político, 
cultural y socio-económico de sus países; 


Guiándose por los objetivos y principios que rigen los Tra- 
tados vigentes sobre fiscalización de estupefacientes y de sus- 
tancias sicotrópicas, sus precursores y productos químicos es- 
pecíficos; 


Teniendo en cuenta la necesidad de combatir la organiza- 
ción, facilitación y financiamiento de actividades ilícitas rela- 
cionadas con estas sustancias y sus materias primas; 


De conformidad con los propósitos de la Convención Unica 
de 1961 sobre Estupefacientes, enmendada por el Protocolo de 
1972, de la Convención sobre Sustancias Psicotrópicas de 1971, 
del Acuerdo Sudamericano sobre Estupefacientes y Psicotrópi- 
cos de 1973 y de la Convención de las Naciones Unidas Contra 
el Tráfico Hícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas 
de 1988; 


Inspirados en el Programa Interamericano de Acción de Río 
de Janeiro contra el consumo, la producción y el tráfico ilícito 
de estupefacientes y sustancias sicotrópicas de 1986; en la De- 
claración Política y en el Programa Global de Acción aproba- 
dos en la XVII Sesión Extraordinaria de la Asamblea General 
de las Naciones Unidas, de febrero de 1990; en la Declaración 
Política adoptada por la Conferencia Ministerial Mundial de 
Londres sobre reducción de la demanda de drogas y amenaza 
de la cocaína, de abril de 1990; y en la Declaración y Programa 
de Acción de Ixtapa (México), de abril de 1990; 


Convencidos de la necesidad de adoptar medidas comple- 
mentarias para combatir todos los tipos delictivos y actividades 
conexas relacionadas con el consumo y el tráfico ilícito de 
estupefacientes y sustancias sicotrópicas, así como sus precur- 
sores y productos químicos específicos; 
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Interesados en establece medios que permitan una comuni- 
cación directa entre los organismos competentes de ambos Es- 
tados, así como el intercambio de informaciones permanentes, 
rápidas y seguras sobre el tráfico ilícito de las sustancia señala- 
das y sus actividades conexas; 


ACUERDAN: 
Artículo I 


Las Partes, sobre la base del respeto a las disposiciones 
constitucionales, legales y reglamentarias en vigor en sus res- 
pectivos países, así como a los derechos inherentes a la sobera- 
nía de ambos Estados, se proponen armonizar sus políticas y 
realizar programas coordinados para la educación y la preven- 
ción del uso indebido de drogas, la rehabilitación del fármaco- 
dependiente, el combate a la producción y el tráfico ilícitos de. 
estupefacientes y sustancias sicotrópicas, así como sus precur- 


. Sores y productos químicos específicos. 


Las políticas y programas arriba mencionados tomarán en 
Cuenta las convenciones internacionales en vigor para ambos 
países. 


Artículo IL 


Para garantizar los objetivos estipulados en el artículo ante- 
rior, los organismos competentes de ambas Partes Contratantes 
desenvolverán las siguientes actividades, de acuerdo a las dis- 
posiciones de sus respectivos ordenamientos jurídicos: 


a) intercambio de información policial y judicial sobre pro- 
ductores, procesadores, traficantes de estupefacientes y sicotró- 
picos y participantes en delitos conexos; 


b) Elaboración de estrategias coordinadas para la educa- 
ción, atención y prevención del uso indebido de drogas, la 
rehabilitación del fármacodependiente y el combate a la pro- 
ducción y al tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sico- 
trópicas, sus precursores y productos químicos específicos; 


c) Intercambio de información sobre programas nacionales 
y, en su caso, departamentales o estaduales, que se refieran a 
esas actividades; 


d) Cooperación técnica y científica tendiente a intensificar 
el establecimiento de medidas para detectar, controlar y erradi- 
car plantaciones y cultivos realizados con el objetivo de produ- 
cir estupefacientes y sustancias sicotrópicas contra lo dispuesto 
por la Convención de 1961 cn su forma enmendada; 


e) Intercambio de información y experiencias sobre sus res- 
pectivas legislaciones y jurisprudencias en materia de estupefa- 
cientes y sustancias sicotrópicas, sus precursores y productos 
químicos específicos; 


f) Intercambio de información sobre las sentencias conde- 
natorias pronunciadas contra narcotraficantes y autores de deli- 
tos conexos; 
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£) Remisión, a solicitud de una de las Partes, de anteceden- 
tes sobre narcotraficantes y autores de delitos concxos; 


h) Intercambio de funcionarios de sus servicios competen- 
tes para el estudio de las técnicas especializadas utilizadas en 
cada país; 


i) Establecimiento, de común acuerdo, de los mecanismos 
que se consideren necesarios para la adecuada ejecución de los 
compromisos asumidos en el presente Acuerdo. 


2. Las informaciones que recíprocamente se proporcionen 
las Partes Contratantes, de acuerdo con los numerales a) y g) 
del párrafo 1. del presente Artículo, debcrá constar en docu- 
mentos oficiales de los respectivos organismos compcicntes, 
los que tendrán carácter reservado. 


Artículo UI 


1. Las Partes en la medida que lo permitan sus respectivos 
ordenamientos jurídicos, procurarán armonizar los criterios y 
procedimientos concernientes a la extradición de procesados y 
condenados por tráfico ilícito de drogas, la calificación de la 
reincidencia y la confiscación de bienes. 


2. Las Partes se comunicarán las sentencias pronunciadas 
por delitos de tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias 
sicotrópicas, precursores y productos químicos específicos, cuan- 
do ellas se refieran a nacionales de la otra Parte. 


Artículo IV 


En coordinación con los Comités de Frontera, y en el área 
de competencia de los mismos, las Partes establecerán progra- 
mas de cooperación en los campos de la educación, preven- 
ción, asistencia y rehabilitación, sobre la base de coordinar las 
- actividades de los organismos competentes y la infracstructura 
existente en el territorio de cada Parte. Los referidos programas 
serán estructurados en un plazo no mayor de seis meses a partir 
de la fecha de la firma del presente Acucrdo. 


En dichos programas se prestará atención tanto a los pobla- 
dores residentes como a aquellos que se encuentren en tránsito 
en las referidas zonas. 


Artículo Y 


A efectos del cumplimiento de los programas elaborados al 
amparo del presente Acuerdo, las Partes podrán solicitar con- 
juntamente asistencia financiera de organismos internacionales, 


Artículo VI 


A efectos de la consecución de los objetivos del presente 
Acuerdo, se realizarán reuniones entre representantes de ambas 
Partes, a solicitud de una de ellas, para: 


a) Recomendar a los Gobiernos, en el marco del presente 
Acuerdo, programas conjuntos de acción a ser desarrollados 
por los organismos competentes de cada país; 
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b) Evaluar el cumplimiento de dichos programas de acción; 


c) Elaborar planes para la educación, prevención del uso 
indebido de drogas, asistencia, rehabilitación de los fármacode- 
pendientes y la represión coordinada del tráfico ilícito de estu- 
pefacientes y sustancias sicotrópicas, sus precursores y produc- 
tos químicos específicos; 


d) Proponer a sus respectivos Gobiernos las recomendacio- 
nes que consideren pertinentes para la mejor aplicación del 
presente Acuerdo. 


Artículo VH 


El presente Acuerdo podrá ser enmendado, por mutuo con- 
sentimiento, mediante el intercambio de Notas Diplomáticas. 
Tales enmiendas entrarán en vigor de conformidad con las 
respectivas legislaciones nacionales. 


Artículo VHI 


1. Cada Parte notificará a la otra del cumplimiento de los 
procedimientos legales internos para la entrada en vigor del 
presente Acuerdo, lo cual tendrá lugar treinta días después de 
haber recibido la segunda notificación. 


2. El presente Acuerdo podrá ser denunciado por cualquicra 
de las Partes mediante comunicación por vía diplomática diri- 
gida a la otra Parte, con seis meses de anticipación a la fecha 
en que se desca dejarlo sin efecto. 


Dicha denuncia no impedirá la prosecución de los proyecto 
en desarrollo a la fecha de la misma. 


3. HECHO en la ciudad de Brasilia, a los dieciséis días del 
mes de setiembre de mil novecientos noventa y uno, en dos 
ejemplares en idiomas español y portugués, siendo ambos tex- 
tos igualmente auténticos. 


Por el Gobierno de la Por el Gobierno de la 
República Oriental República Federativa 
del Uruguay del Brasil” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor Senador 
Bruera. 


SEÑOR BRUERA. - Con fecha 23 de marzo de 1992, el 
Poder Ejecutivo envió al Senado Mensaje y proyecto de ley 
relativo al Acuerdo de cooperación entre el Gobierno de la 
República Oriental del Uruguay y el Gobierno de la República 
Federativa del Brasil para la Reducción de la Demanda, Pre- 
vención del Uso Indebido y Combate de la Producción y el 
Tráfico Hícito de Estupefacientes, Sustancias Sicotrópicas y 
sus Precursores y Productos Químicos Específicos, suscrito en 
la ciudad de Brasilia el 16 de setiembre de 1991. 
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Como el Mensaje expresa, a través de dicho Acucrdo “am- 
bas Partes se comprometen a realizar programas conjuntos y 
armonizar políticas en relación a la educación preventiva, la 
rehabilitación del fármacodependiente y el combate al tráfico 
ilícito de estupefacientes, sustancias sicotrópicas y sus precur- 
sores y productos químicos específicos”. 


En virtud de lo expuesto, aconsejamos al Cuerpo la aproba- 
ción del referido acuerdo que fortalecerá los vínculos amistosos 


con el Gobierno y el pueblo de Brasil. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar. 


(Se vota:) 

-17 cn 17. Afirmativa. UNANIMIDAD, 

En discusión particular, 

Léase cl artículo 1*. 

(Se lcc:) 

“Artículo 1%, - Apruébase el Acuerdo de Cooperación entre 
cl Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el Gobicr- 
no de la República Federativa del Brasil para la Reducción de 
la Demanda, Prevención del Uso Indebido y Combate de la 
Producción y el Tráfico Hícito de Estupcfacientes, Sustancias 
Sicotrópicas y sus Precursores y Productos Químicos Específi- 
cos, Suscrito en la ciudad de Brasilia el 16 de setiembre de 
1991”. 

-En consideración. 

Si no.se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 


-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado en general y en particular el proyecto de 
ley que se comunicará a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por 
ser igual al considerado) 


11) CONVENIO DE COOPERACIÓN TURISTICA CON 
LA REPUBLICA DE PARAGUAY. Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el asunto 
que figura en tercer término del orden del día: “Proyecto de ley 
por el que se aprueba el Convenio de Cooperación Turística 
Uruguayo-Paraguaya. (Carp. N* 1081/93 - Rep, N? 598/93).” 


(Antecedontes:) 
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“Carp. N* 1081/93 
Rep. N? 598/93 
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La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha sancio- 
nado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 
Artículo Unico. - Apruébase el Convenio de Cooperación 
Turística Uruguayo-Paraguaya, suscrito en la ciudad de Asun- 


ción cl día 14 de mayo de 1991, 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Mon- 
tevideo, a 23 de marzo de 1993, 


Luis A. Heber 
Horacio D. Catalurda Presidente 
Secretario 
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Comisión de 
Asuntos Internacionales 


INFORME 


Al Senado: 


Vuestra Comisión de Asuntos Internacionales consideró el 
proyecto de ley por el que se aprueba el Convenio de Coopera- 
ción Turística Uruguayo-Paraguaya e informa al respecto lo 
siguiente: 


Il. ANTECEDENTES 


El Convcnio fue suscrito en la ciudad de Asunción, el 14 de 
mayo de 1991. El Poder Ejecutivo solicitó a la Asamblea Ge- 
neral la aprobación del mismo mediante Mensaje de 1% de 
noviembre de ese año. La Cámara de Representantes sancionó 
el correspondiente proyecto de ley el 23 de marzo de 1993, 


II OBJETO 


El objeto del Convenio es procurar una mejor coordinación 
e integración de los esfucrzos de cada país para incrementar el 
turismo y para desarrollar el sector (Preámbulo del Convenio y 
Mensaje). Se procurará, asimismo, aumentar el turismo entre 
ambos países (artículo D. 


HI ANALISIS 


1. El objetivo señalado se procura a través de la coordina- 
ción de acciones de los respectivos organismos oficiales de 
turismo, según surge de los diferentes artículos. En el artículo 
X se prevé, además, a esos efectos, reuniones anuales de repre- 
sentantes de esos organismos. 
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2. Las acciones de dichos organismos, a su vez, habrán de 
aplicarse a una amplia gama de materias: 


a. Incremento del turismo recíproco (artículo D), facilidades 
para ello (artículo IV), apoyo a los esfuerzos recíprocos de 
promoción (artículo V) e instalación de oficinas de Turismo 
(artículo VI. 


b. Integración turística de América del Sur, especialmente 
los trabajos en cl ámbito de ALADI (artículo ID). 


c. Participación conjunta o coordinada en eventos promo- 
cionales (artículo 11D. 


d. Circuitos turísticos integrados (artículos HI y V). 
e, Corredor terrestre entre ambos países (artículo IV). 


f. Intercambio de expertos turísticós e información en la 
materia (artículo VII). 


3. Las autoridades turísticas gestionarán con las compañías 
nacionales de acronavegación tarifas especiales para promover 
mercados turísticos de interés (artículo VII. 


4. Los organismos de turismo deben procurar la armoniza- 
ción de los respectivos planes y la adopción de patrones comu- 
nes de clasificación de alojamientos. También buscarán posi- 
ciones comunes en foros internacionales para atracr turistas 
hacia ambos países (artículo IX). 


5. El Convenio tiene una duración de seis años, renovables 
automáticamente por igual lapso, salvo denuncia previa de cual- 
quiera de las partes (artículo XD. 


IV EVALUACION Y RECOMENDACION 


1, El Convenio se inscribe en las excelentes relaciones de la 
República con el Paraguay y contribuye a su fortalecimiento en 
el área de turismo. 


2. Las previsiones que contiene son las usuales en esta 
clase de instrumentos, en los que se fijan objetivos, campos 
y organismos responsables, para crear así un marco en cuyo 
ámbito se cumplan las acciones concretas de cooperación. 


3. Agrega la dimensión bilateral otra interesante perspec- 
tiva: las acciones conjuntas en instancias intermacionales en- 
caminadas a incrementar el flujo turístico hacia ambos paí- 
ses. En esa perspectiva se inscriben los circuitos integrados y 
los patrones comunes de clasificación de alojamientos, 


4, El corredor terrestre entre ambos países y los arreglos 
con las compañías de aeronavegación son medios idóneos para 
promover el turismo. 


CAMARA DE SENADORES 


3 de Junio de 1993 


Por las consideraciones expuestas, vuestra Comisión de 
Asuntos Internacionales encomienda la sanción del proyecto de 
ley de referencia. 


Sala de la Comisión, 19 de mayo de 1993, 


Juan Carlos Blanco (Miembro Informante), Alvaro 
Alonso Tellechea, Hugo Batalla, Leopoldo Brue- 
ra, Reinaldo Gargano, Américo Ricaldoni, Alber- 
to Zumarán. Senadores. 


PODER EJECUTIVO 
Ministerio de 

Relaciones Exteriores 

Ministerio de Turismo 


Montevideo, 12 de noviembre de 1991. 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo 
a fin de someter a su consideración el adjunto proyecto de ley 
por el cual se aprueba el Convenio de Cooperación Turística 
Uruguayo-Paraguaya, suscrito en la ciudad de Asunción el día 
14 de mayo de 1991. 


Mediante dicho instrumento internacional ambos Gobier- 
nos, conscientes de la necesidad de incrementar su coordina- 
ción a efectos de desarrollar el sector turístico, se comprome- 
ten a adoptar medidas en tal sentido, a través de sus respectivos 
organismos oficiales. 


En ese marco, las Partes se compromcten a apoyar los 
esfuerzos de integración en el ámbito sudamericano (especial- 
mente a través de la Comisión de Turismo de Sudamérica, 
vinculada a la ALADI) y en la subregión del Cono Sur. 


Asimismo, el Convenio establece que las autoridades com- 
petentes de ambos países favorecerán la participación conjunta 
y coordinada de los mismos en organismos y foros internacio- 
nales, así como en eventos promocionales, sobre la base de 
consolidar circuitos turísticos integrados que permitan diversi- 
ficar las respectivas ofertas, 


En el mismo sentido, se promueven acuerdos con las com- 
pañías de navegación aérea de cada Parte, a efectos de imple- 
mentar programas y tarifas aéreas especiales tendientes a desa- 
rrollar el turismo receptivo, 


En lo que refiere a los planes de turismo y la clasificación 
de los alojamientos turísticos, ambos Estados se esforzarán por 
armonizar y equiparar los mismos. 


Por otra parte, se busca incrementar los flujos turísticos 
entre uno y otro país mediante diversas medidas, entre las 
cuales cabe citar el establecimiento de oficinas de promoción 
turística de cada Estado en el otro y el desarrollo de un corre- 
dor terrestre entre ambos. 
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Ambas Partes procurarán desarrollar cl intercambio de in- 
formación técnica y de expertos en las áreas relacionadas con 
el fenómeno turístico. 


Con el fin de instrumentar el Convenio a estudio, represen- 
tantes de ambas Partes se reunirán alternativamente en cada 
país, por lo menos una vez al año. 


La importancia del Convenio en cuestión para el desarrollo 
de la República en un área prioritaria como la del turismo, así 
como el desco de profundizar los tradicionales lazos de amistad 
con la República del Paraguay justifican, a juicio del Poder 
Ejecutivo, la conveniencia de la pronta entrada cn vigor del 
referido instrumento internacional, para lo cual se solicita la 
correspondiente aprobación parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la Asam- 
blca General las seguridades de su más alta consideración, 


Luis Alberto Lacalle Herrera PRESIDENTE DE 
LA REPUBLICA, Héctor Gros Espiell, José Villar. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1%, - Apruébase el Convenio de Cooperación Tu- 
rística Uruguayo-Paraguaya, suscrito en la ciudad de Asunción 
cl día 14 de mayo de 1991, 


Art. 22, - Comuníquese, etc. 
Héctor Gros Espiell, José Villar, 
TEXTO DEL CONVENIO 


El Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el 
Gobierno de la República del Paraguay, conscientes de la nece- 
sidad de buscar un mayor acercamiento, que permita una mejor 
coordinación y una estrecha integración cn los esfuerzos que 
realiza cada país, para incrementar los flujos turísticos y para 
lograr un mayor desarrollo del sector y sus recursos, deciden 
celebrar el presente Convenio según los artículos y condiciones 
siguientes: 


ARTICULO I 


Los Gobiernos de la República Oriental del Uruguay y de la 
República del Paraguay adoptarán a través de sus organismos 
oficiales de turismo, medidas tendientes a incrementar las co- 
rrientes turísticas entre ambos países. 


ARTICULO HI 


Los respectivos organismos oficiales propiciarán y apoya- 
rán esfuerzos de integración regional y subregional entre los 
países sudamericanos y del Cono Sur, especialmente aquellos 
que ha venido impulsando la Comisión de Turismo de Sudamé- 
rica, en el marco de ALADI. 
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ARTICULO IU 


Ambos organismos oficiales favorcccrán la participación 
conjunta o coordinada en eventos promocionales que permitan 
difundir integradamente la oferta turística regional y propicia- 
rán la consolidación de circuitos turísticos integrados que per- 
mitan ampliar y diversificar sus respectivas ofertas hacia mer- 
cados externos. 


ARTICULO IV 


Las Partes, por intermedio de sus organismos nacionales 
propiciarán la identificación y consolidación de un corredor 
terrestre entre Uruguay y Paraguay y adoptarán las medidas de 
facilitación necesarias para agilizar e incrementar los flujos 
turísticos de uno al otro país, a ese solo efecto. 'Asimismo, 
prepararán conjuntamente material informativo y promocional 
relativo al corredor terrestre señalado. 


ARTICULO V 


Los organismos oficiales de turismo de Uruguay y Para- 
guay coordinarán y apoyarán los esfuerzos de promoción y 
difusión turística que realiza cada uno de los países en el otro, 
y se comprometen a promover y difundir los circuitos turísticos 
integrados en los mercados intemacionales. 


ARTICULO VI 


Las Partes facilitarán y apoyarán la instalación de oficinas 
de información turística de cada país en el otro, con el objeto 
de fomentar el intercambio turístico y reforzar la información 
relativa a los atractivos y servicios que posee cada uno. 


ARTICULO VIH 


Las Partes procurarán establecer mecanismos que posibili- 
ten el intercambio periódico de docentes, técnicos y expertos 
de cualesquiera de las disciplinas que conforman el estudio de 
la actividad turística, en sus aspectos técnicos, económicos y 
socioculturales, a través de los respectivos organismos oficiales 
de turismo. Asimismo, intercambiarán información técnica so- 
bre los planes y programas de desarrollo turístico. 


ARTICULO VIn 


Los respectivos organismos oficiales de turismo propiciarán 
la promoción de acuerdos con las compañías nacionales de 
aeronavegación y las autoridades aeronáuticas de sus respecti- 
vos países, con el objeto de facilitar la implementación de 
programas alternativos para el transporte aéreo, así como de 
tarifas aércas especiales para los mercados considerados priori- 
tarios para ambas entidades, tendientes al turismo receptivo. 


ARTICULO IX 


Los organismos oficiales de turismo de Uruguay y Para- 
guay procurarán en lo posible armonizar los planes de fomento 
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del turismo y adoptar patrones comunes de clasificación de 
alojamiento turístico. Asimismo buscarán adoptar posiciones 
conjuntas y coordinadas, destinadas a incentivar, facilitar e in- 
crementar el turismo hacia ambos países, frente a organismos 
regionales y multilaterales y en reuniones internacionales en 
que participen. 


ARTICULO X 


A efectos de dar cumplimiento a las disposiciones del pre- 
sente Convenio, de coordinar las acciones conjuntas y de reali- 
zar un seguimiento y evaluación de las tarcas asumidas, repre- 
sentantes de ambos organismos oficiales de turismo se reunirán 
alternativamente en cada país, al menos una vez al año. 


ARTICULO XI 


El presente Convenio entrará cn vigor en la fecha en que las 
Partes se comuniquen mutuamente el cumplimiento de sus res- 
pectivos requisitos legales internos y tendrá una vigencia de 
scis años prorrogables automáticamente por períodos de igual 
duración. 


No obstante, podrá ser denunciado por cualquiera de las 
Partes mediante notificación por escrito con seis meses de anti- 
cipación a la fecha del vencimiento de cada uno de los respec- 
tivos períodos, en cuyo caso no se suspenderán los proyectos 
que estén en ejecución por aplicación de las disposiciones del 
presente Convenio. 


Hecho en la ciudad de Asunción, a los catorce días del mes 
de mayo de mil novecientos noventa y uno, en dos ejemplares 
originales, en idioma español, siendo ambos textos igualmente 
auténticos. 


Héctor Gros Espiell Firma ilegible 


POR EL GOBIERNO DE LA POR EL GOBIERNO DE LA 
REPUBLICA ORIENTAL REPUBLICA DEL PARAGUAY” 
DEL URUGUAY 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lcc) 
-En discusión gencral. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor Senador Blan- 
co. 


SEÑOR BLANCO. - Este proyecto de ley fue sancionado 
oportunamente por la Cámara de Representantes en marzo de 
este año y llega a este Cuerpo con la recomendación favorable 
de la unanimidad de los integrantes de la Comisión de Asuntos 
Internacionales. El Convenio a que hace referencia este proyec- 
to de ley contiene las fórmulas de previsiones habituales en 
esta clase de Instrumentos y, por ese motivo, se establecen allí 
los objetivos, los campos de acción y los organismos que en 
cada país son responsables de llevar adelante las acciones co- 
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rrespondientes para avanzar en los resultados del Convenio. A 
esas normas de carácter habitual en los instrumentos interna- 
cionales de esta clase, agrega una dimensión interesante, ya 
que prevé acciones conjuntas de los países ante los organismos 
internacionales para promover un flujo turístico hacia ambas 
naciones. En esa perspectiva se inscriben los circuitos integra- 
dos, así como el establecimiento de patrones comunes en la 
clasificación de alojamientos. 

Otro punto de vista importante que influye este convenio es 
la previsión de un corredor terrestre entre ambos países, así 
como arreglos con las compañías de aeronavegación, a los 
efectos de promover el turismo entre ambas naciones. Por lo 
demás, se trata de un instrumento internacional que se inscribe 
en las relaciones que existen entre nuestro país y la República 
del Paraguay. 


Por estos motivos, la Comisión aconseja en forma unánime 
la sanción del proyecto de ley a consideración del Cuerpo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar, 


(Se vota:) 

-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único, 

(Se lee:) 

“ARTICULO UNICO, - Apruébase el Convenio de Coope- 


ración Turística Uruguayo-Paraguaya, suscrito en la ciudad de 
Asunción el 14 de mayo de 1991”. 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley que se comunicará al 
Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por 
ser igual al considerado) 


12) PUEBLO SAN BAUTISTA. Se eleva a la categoría de 
ciudad. Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el cuatro 
punto del orden del día: “Proyecto de ley por el que se eleva 
a la categoría de ciudad al pueblo San Bautista, ubicado en 
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la 12* Sección Judicial del departamento de Canelones. (Carp. 
N* 1008/92 - Rep. N* 600/93)”. 


(Anteccdentes:) 


“Carp. N* 1008/92 
Rep. N2 600/93 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha sancio- 
nado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico. - Elévase a la categoría de ciudad al pue- 
blo San Bautista, ubicado en la 123 Sección Judicial del depar- 
tamento de Canclones. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Mon- 
tevideo, a 2 de diciembre de 1992. 


Alem García 
Horacio D. Catalurda Presidente 


Secretario 


CAMARA DE SENADORES 
Comisión de 
Constitución y Legislación 


INFORME 


Al Senado: 


San Bautista, es un centro poblado, ubicado en la 12* Scc- 
ción Judicial del departamento de Canelones, sección que cuenta 
con un árca de 160 Km? de superficie, y que corresponde al 
centro del departamento. 


Zona ampliamente parcelada, integra la sucesión de centros 
poblados, que se conformaron por la influencia de la vía férrca 
y que nuclcaron, la producción agrícola singularmente diversi- 
ficada. 


Fuc elevada a la categoría de pucblo, en fecha 20 de junio 
de 1901, por Ley N* 2.699. 


La designación de un centro poblado con la categoría de 
ciudad, constituye, siempre, el reconocimicnto al impulso ha- 
cedor de un grupo humano que, sobre la base del afincamiento, 
procura alcanzar superiores objetivos. 


Implica tener en cuenta la capacidad para satisfacer deter- 
minadas necesidades básicas, con optimización y cierto grado 
de complejidad, a saber: salud, enseñanza, cultura, esparci- 
miento, industria, etcétera. 
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En el caso de San Bautista se dan esos elementos, que junto 
al volumen demográfico, habilita a que se le reconozca la cate- 
goría urbana de ciudad. 


Por otra parte, existe un palpable sentido localista, que se 
transmite en una voluntad ciudadana de convivencia y avance, 
que determina vinculación y sentimiento con la zona, y la sen- 
sación de estar en casa propia, merecedora de los mayores 
esfuerzos en el trabajo comunitario. 


Constituye a la vez un compromiso de avance, en procura 
de dinamizar y mejorar la localidad, con logros que serán signi- 
ficativos en asentamientos y desarrollo, 


Por lo que antecede aconsejamos la aprobación del presente 
proyecto de ley. 


Sala de la Comisión, a 13 de mayo de 1993, 


Walter Santoro (Miembro Informante), Alba Cla- 
vijo, Ernesto Amorín Larrañaga, Juan Carlos 
Blanco, Enrique Cadenas Boix, Américo Ricaldo- 
ni. Senadores”. 


CAMARA DE REPRESENTANTES 
Comisión de Vivienda, Territorio 
y Medio Ambiente 


INFORME 
Señores Representantes: 


La Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente, ha 
considerado el adjunto proyecto por el que se eleva a la catego- 
ría de ciudad al pueblo de San Bautista, ubicado en la 12* 
Sección del departamento de Canelones. 


Cuenta este pueblo con los servicios públicos esenciales 
tales como Institutos de Enseñanza, oficinas públicas, Bancos 
(privados y públicos), delegación del Banco de Previsión So- 
cial, Junta Local Autónoma, Correos, Telégrafo, Regionales de 
distintos Ministerios, etc. 


Poco podemos agregar a lo explícito de lo expresado por 
los autores en su exposición de motivos. 


Esta progresista población ha querido dar un nuevo impulso 
a esta iniciativa, largamente acariciada por sus habitantes, en 
darle categoría de ciudad. 


Al no existir una normativa expresa que determine límites o 
cánones, para la elevación o cambio de categoría a los distintos 
núcicos poblacionales del Uruguay, juega en estos casos la 
apreciación de los que toman la iniciativa, y el Parlamento, que 
debe sancionar la ley. 
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Por lo expuesto, se aconseja aprobar la indicativa que se 
informa. 


Sala de la Comisión, 2 de setiembre de 1992, 


Juan Justo Amaro (Miembro Informante), Ramón 
Legnani, Lauro Molina, Ricardo Molinelli, Gon- 
zalo Piana Effinger, Walter Riesgo, Carlos Suárez 
Lerena. Representantes. 


CAMARA DE REPRESENTANTES 
EXPOSICION DE MOTIVOS 


El 8 de noviembre de 1988 el entonces Diputado Walter R, 
Santoro presentaba un proyecto similar al precedente. Lo fun- 
daba en los siguientes términos: 


“La actual población de San Bautista, ubicada en la 12* 
Sección Judicial del departamento de Canelones, constituye un 
centro urbano al que le corresponde por población y actividad, 
que se le designe con la categoría de ciudad. 


Fundada hace más de cien años, ha tenido en las últimas 
décadas un creciente avance en los órdenes que importa a la 
realidad social y económica del departamento. 


Ubicada en una zona que supo ser de alta producción agrí- 
cola, por la evolución de los tiempos y las modificaciones en 
los cultivos, la misma ahora muestra un señalado movimiento 
en los sectores industriales, agroindustriales y fundamentalmente 
en lo que hace a los establecimientos avícolas. 


Cuenta con varios molinos productores de raciones para 
distintas exigencias de alimentación animal; criaderos de aves 
de principalísima incidencia en la producción nacional, así como 
establecimientos que cumplen tarcas auxiliares a esa produc- 
ción. 


En su centro urbano exisien: Juzgado de Paz, escuela públi- 
ca, liceo público, Correo, Comisaría, sucursal ded Banco de la 
República, del Banco de Previsión Social, así camo dependen- 
cias de UTE y ANTEL y varias instituciones de servicio social. 


Su patrimonio comercial es importante, en distintos rubros 
y de su análisis resulta una conclusión más que satisfactoria. 


La población urbana, de acuerdo al último censo, da un 
número de más de dos mil quinientos habitantes, así como un 
número de más de cuatro mil quinientos en su zona rural. 


Es de estimar que la aprobación de este proyecto constituirá 
un justo reconocimiento a una pujante población del departa- 
mento de Canelones”. 


Ante la proximidad de materializarse un formidable incre- 
mento de interacciones socioeconómicas con motivo del Trata- 
do de MERCOSUR, las argumentaciones precedentes cobran 
nueva actualidad, habida cuenta de que ese centro poblado se 
encuentra en uno de los ejes de intercambio comercial futuro, 
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requiriendo, por ende, una infraestructura de servicios a la que 
el aproyo legal le dará la base indispensable. 


Montevideo, 2 de junio de 1992, 


Agapo Luis Palomeque, Representante por Canclones, 
Nicolás Storace Montes, Representante por Canelones”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase cl proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general, 


Tiene la palabra cl miembro informante, señor Senador 
Santoro, 


SEÑOR SANTORO. - Este proyecto de ley, que tiene apro- 
bación de la Cámara de Representantes, procura clevar a la 
condición de ciudad al pueblo de San Bautista, ubicado en la 
12* Sección Judicial del departamento de Canelones. En esc 
sentido, queremos significar que el proyecto intenta reconocer 
una realidad constituida por la vida de esta localidad y la 
intensa actividad que desarrolla en el orden comercial, indus- 
trial y, fundamentalmente, en lo relativo a la actividad avícola, 
sín perjuicio de reconocer que por la intensa división en parce- 
las que tiene el territorio donde está ubicada esta población, 
existe una gran actividad en materia de fruticultura y agricultura. 


Descamos expresar que San Bautista es una población que 
cuenta con más de 100 años y fue elevada a la categoría de 
pueblo el 20 de julio de 1901, como se dice en el informe que 
tuvimos oportunidad de suscribir y que hizo suyo la Comisión 
de Constitución y Legislación. 


El hecho de designar ciudad a esta población implica un 
reconocimiento y, además, un estímulo, ya que cuando se al- 
canza esta condición tos elementos psicológicos y ambientales 
que conforman los núcleos urbanos se dan con mayor intensi- 
dad, optimizando la vida de los pobladores. 


Por tal razón estimamos que sería conveniente y adecuado 
a la realidad de esta población que la localidad de San Bautista 
sca clevada a la categoría de ciudad. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de Ja palabra, 
se va a votar. 


(Se vota:) 

-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(So lee:) 

“ARTICULO UNICO. - Elévase a la categoría de ciudad al 


pueblo San Bautista, ubicado en la 12* Sección Judicial del 
departamento de Canelones”, 
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-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar, 
(Se vota:) 

-23 en 23. Afirmativa, UNANIMIDAD. 


* Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará al 
Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por ser 
igual al considerado) 


13) VILLA FLORENCIO SANCHEZ. Se eleva a la catego- 
ría de ciudad. Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el quinto 
punto del orden del día: “Proyecto de ley por el que se eleva a 
la categoría de ciudad a la actual Villa Florencio Sánchez, 
ubicada en la 13* Sección Judicial del departamento de Colo- 
nia. (Carp, N* 902/92 - Rep. N* 601/93)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 902/92 
Rep. N* 601/93 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico. - Elévesc a la categoría de ciudad a la 
actual Villa Florencio Sánchez, ubicada en la decimotercera 
Sección Judicial del departamento de Colonia. 


Pablo Millor, Dante Irurtia. Senadores. 
EXPOSICION DE MOTIVOS 


Por Ley N* 15.540 del veinticuatro de abril de mil nove- 
cientos ochenta y cuatro el pueblo Florencio Sánchez fue ele- 
vado a la categoría de Villa. 


Ubicada en la decimotercera Sección Judicial del departa- 
mento de Colonía, en el límite con el departamento de Soriano, 
se separa de la ciudad de Cardona por la vía de AFE. 


En los últimos años ha tenido importantes adelantos que 
van desdc lo urbanístico, y pasan por lo social, comercial, etc.; 
denotando un gran aumento cn su infracstructura, y marcando 
un pujante crecimiento que se comprucba día a día, 


Florencio Sánchez ticne actualmente más de 4.000 habitan- 
tes, más de doscientos abonados telefónicos, aproximadamente 
mil doscientas viviendas y cien casas más cn vías de construc- 
ción por el plan MEVIR, 


Cuenta con oficina de Correos, Junta Local, Comisaría, Juz- 
gado de Paz, Escuela de Primera Categoría, Escuela del Hogar, 
De Conte y Confección, Guardería “CAIF” y Policlínica, así como 
establecimientos industriales y comerciales muy importantes, 
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La actividad social y deportiva se canaliza a través de di- 
versos Clubes, destacándose el complejo Deportivo-Social y la 
Agremiación Ruralista con sus canchas de deportes, pistas de 
carreras de caballos, de automóviles, de motos, piscina, etc. 


El gran movimiento civil y comercial se ha acompañado 
con el desarrollo de nuevos servicios a la población: bitumini- 
zado de gran cantidad de calles con su acordonado; ilumina- 
ción total de la localidad con luces a gas de mercurio; la am- 
pliación de la red de agua potable brindada por OSE que llega 
a todos los barrios; el entubado de aguas pluviales y el proyec- 
tado convenio para la construcción del saneamiento a toda la 
población. 


La aprobación del presente proyecto de ley, mediante el 
cual se categoriza a la localidad como CIUDAD, no hace más 
que reflejar en lo jurídico la realidad actual de la estructura de 
Florencio Sánchez. 


Asimismo, dará pie a un nuevo impulso para el mejor 
desempeño de todas las instituciones que trabajan por el en- 
grandecimiento de la localidad; y un expreso reconocimiento 
de los esfuerzos hasta ahora realizados. Han hecho conocer su 
inquietud la Junta Local de Florencio Sánchez por unanimidad 
de sus miembros, la Comisión de Cultura y Acción Social, la 
Comisión de Fomento de la Escuela N* 93, la Comisión Admi- 
nistradora de Policlínica Fátima, la Agremiación Ruralista Car- 
dona-Florencio Sánchez (ARCFS) y por distintos medios la 
población toda de la villa, quienes solicitan sea aprobado el 
presente proyecto de ley. 


Pablo Millor, Dante Trurtia. Senadores, 
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INFORME 


Al Senado: 


La localidad de Florencio Sánchez ubicada en la 13a. Sec- 
ción Judicial del departamento de Colonia en el empalme de 
las rutas nacionales 2 y 12, adquirió la categoría de pueblo, por 
la Ley N* 8.482, de fecha 2 de octubre de 1929, 

Ha mantenido un señalado crecimiento poblacional, que lo 
muestran como una unidad urbana arraigada, y poseedora de un 
firme espíritu localista, 


Cuenta con numerosos servicios generales, como así tam- 
bién en materia de enseñanza, transportes, etcétera, 


Dice Ganón, en “Concepto y Estructura del Gobierno Mu- 
nicipal” página 14 y siguientes edición 1954, que la ciudad 
surge de una especie de cadena, con crecimiento marcado, que 
va desde el grupo local, agregado de familias y personas solas, 
que viven habitualmente en un mismo lugar o región, al vecin- 
dario, grupo social estable, sedentario, dedicado a tarcas predo- 
minantemente agrícolas, y culminan en la ciudad, que con es- 
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tructuras socialmente más complejas, en todos los órdenes, se 
reproducen las manifestaciones de vida social típicas del vecin- 
dario. 


Por lo que antecede aconsejamos la aprobación del presente 
proyecto de ley, 


Sala de la Comisión, a 13 de mayo de 1991, 


Walter Santoro (Miembro Informante), Alba Clavi- 
jo, Ernesto Amorín Larrañaga, Juan Carlos Blan- 
co, Enrique Cadenas Boix, Américo Ricaldoni. Se- 
nadorcs”. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Léasc el proyecto. 
(Se lec) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor Senador San- 
toro, 


SEÑOR SANTORO., - Señor Presidente: este proyecto de 
ley tiene origen en este Cuerpo, ya que se debe a la iniciativa 
de los señores Senadores Irurtia y Millor. La Comisión de Cons- 
titución y Legislación ha analizado la propuesta, y con la infor- 
mación brindada -fundamentalmente, por el Ministerio de Vi- 
vicnda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, que nos 
proporcionó valiosos datos en lo que tiene que ver con la capa- 
cidad poblacional de la Villa Florencio Sánchez, además del 
número de fincas y todo lo relativo al nucleamiento urbano- ha 
considerado que se está en condiciones de prestar aprobación a 
la iniciativa c informarla favorablemente, 

En cl caso de ser aprobado este proyecto, implicará un 
reconocimicnto a una realidad urbana, ya que esta localidad de 
Florencio Sánchez, ubicada en la 13a. Sección Judicial del 
departamento de Colonia, tiene todos los clementos exigibles 
desde el punto de vista de los requerimientos en materia urbana 
para alcanzar la posibilidad que sea declarada ciudad. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a volar, 


(Se vota:) 

-24 en 24, Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular, 

Léasc el artículo único. 


SEÑOR ZUMARAN. - Formulo moción para que se supri- 
ma la lectura. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 
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-23 en 24, Afirmativa. 
En consideración. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO UNICO. - Elévese a la categoría de ciudad a 
la actual Villa Florencio Sánchez, ubicada en la decimotercera 
Sección Judicial del departamento de Colonia”.) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

SEÑOR MILLOR. - Pido la palabra para fundar el voto, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MILLOR. - En nombre del señor Senador Irurtia y 
de quien habla, deseo agradecer a los compañeros del Cuerpo 
y, muy especialmente, a los integrantes de la Comisión de 
Constitución y Legislación por el rápido diligenciamiento que 
le han dado a este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Queda aprobado el proyecto de 
ley, que se comunicará a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por 
ser igual al considerado) 


14) VILLA CERRO CHATO. Se eleva a la categoría de 
ciudad. Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el sexto 
punto del orden del día: “Proyecto de ley por el que se eleva a 
la categoría de ciudad a la actual Villa de Cerro Chato, de la 
cuarta Sección Judicial de Florida, octava Sección Judicial de 
Durazno y sexta Sección Judicial del departamento de Treinta 
y Tres. (Carp. N* 800/92 - Rep. N* 602/93)”, 


(Antecedentes:) 
“Carp. N* 800/92 
Rep. N* 602/93 
EXPOSICION DE MOTIVOS 


La actual Villa de Cerro Chato, ubicada en la cuarta Sec- 
ción Judicial del departamento de Florida, octava Sección Judi- 
cial del departamento de Durazno y sexta del departamento de 
Treinta y Tres, constituye el centro neurálgico a nivel agrope- 
Cuario de una vastísima zona de los tres departamentos mcn- 
cionados. 


En el centro urbano de la Villa está la divisoria de los tres 
departamentos, pues por un lado allí precisamente inicia su 
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curso el río Yi, divisorio de los departamentos de Florida y 
Durazno y por otro la Cuchilla Grande divide a Treinta y Tres 
con Florida y Durazno, además a menos de cinco kilómetros se 
encuentra la novena Sección Judicial del departamento de Ce- 
rro Largo, pues el arroyo del Cordobés delimita los departa- 
mentos de Cerro Largo con Durazno. 


Cuenta con oficinas de ANTEL, UTE, OSE, Correo, BROU, 
BPS, Hospital orgullo para el interior del país, dos escuclas 
públicas y dos comisarías y próximamente una sub comisaría, 
dos juzgados, tres juntas locales, además de un liceo con pri- 
mer y segundo ciclo. 


Emplazada sobre la Ruta 7 Gral. Aparicio Saravia, sobre la 
misma Cuchilla Grande, tiene la región campos de gran calidad 
lo que hace que la producción más importante sea la pecuaria, 
contando entonces con locales ferias de gran actividad a lo 
largo de todo cl año. 


MEVIR no ha sido ajeno al desarrollo de esta progresista 
región y por tal hasta la fecha se han realizado tres planes de 
viviendas, con más de 200 casas, del Banco Hipotecario del 
Uruguay dos planes en ejecución y un plan con la Intendencia 
Municipal de Treinta y Tres también en ejecución. En la actua- 
lidad la Intendencia de Durazno está proyectando un plan de 
100 viviendas en convenio también con cl Banco Hipotecario, 
Con todo esto se estima que la erradicación de la vivienda 
insalubre y rancheríos en esta progresista zona tienen 
que desaparecer. 


A nivel deportivo, se cuenta con un estadio de Fútbol con 
iluminación y un gimnasio cerrado y en lo social con dos clu- 
bes socialcs, 


La población urbana en los tres departamentos cuenta con 
más de cuatro mil habitantes y si incluimos la zona rural se 
llega a los scis mil habitantes, 


A esta Villa de Cerro Chato, que fue fundada hace casi cien 
años por su importancia como centro urbano, por su población 
y por la actividad que desarrolla corresponde que se la designe 
con la categoría de ciudad, 


La aprobación de este proyecto no hará más que justificar el 
reconocimiento a esta pujante población de los departamentos 
de Florida, Durazno y Treinta y Tres. 


Andrés Arocena. Senador. 
Montevideo, 5 de mayo de 1992, 


PROYECTO DE LEY 
Artículo 12, - Elévese a la categoría de ciudad a la actual 
Villa Cerro Chato de la cuarta Sección Judicial de Florida, 
octava Sección Judicial de Durazno y sexta del departamento 
de Treinta y Tres. 


Art. 22, - Comuniquese, etc, 


Andrés Arocena. Senador. 
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INFORME 
Al Senado: 


La localidad de Cerro Chato, que tiene la particularidad de 
estar ubicada en jurisdicción en la que participan tres departa- 
mentos, 8a. Sección Judicial de Durazno, 4a. Sección Judicial 
de Florida y 6a. Sección Judicial de Treinta y Tres, sobre ruta 
7, en el km. 280 de la vía férrea, fue elevada a la categoría de 
Villa con fecha 17 de noviembre de 1964, por Ley N* 13,299, 


Cuenta con numerosos servicios de carácter general, a sa- 
ber: agua corriente, energía eléctrica, servicios telefónicos, co- 
reo, etc. como también de transporte, enseñanza y recreativos, 


Su núcleo poblacional es adecuado a la designación que se 
procura, y ha demostrado siempre un espíritu regionalista, que 
no sólo le ha dado categoría en el afincamiento, sino que tam- 
bién ha generado un arraigado sentimiento local, 


Adolfo Posada, en “El Régimen Municipal de la ciudad 
moderna” Edición 1916 págs. 7 y 8, expresa que “Las ciudades 
son manifestaciones concretas de la concentración de la pobla- 
ción en núcleos en un espacio social: el espacio urbano”. 


Nosotros agregamos que se caracteriza, además por la posc- 
sión de una cierta unidad sicológica e intelectual, de carácter 
topográfica y legal (Art. 85 inc. 9 de la Constitución) que Cerro 
Chato la posee. 


Por lo que antecede, aconsejamos aprobar el presente pro- 
yecto de ley. 


Sala de la Comisión, a 13 de mayo de 1993, 


Walter Santoro (Miembro Informante), Alba Cla- 
vijo, Ernesto Amorín Larrañaga, Juan Carlos 
Blanco, Enrique Cadenas Boix, Américo Ricaldo- 
ni. Senadores”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión gencral. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor Senador San- 
toro. 


SEÑOR SANTORO. - La Comisión de Constitución y Le- 
gislación procede a informar favorablemente un proyecto de 
ley originario del entonces Senador doctor Andrés Arocena, en 
el sentido de proponer la elevación a la categoría de ciudad a la 
Villa de Cerro Chato. Cabe señalar que esta localidad tiene la 
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particularidad de estar ubicada en jurisdicción de los departa- 
mentos de Florida, Durazno y Treinta y Tres. Esto ha hecho 
que sea un centro con un intenso sentido regionalista, por lo 
que ha conformado un nuclcamiento urbano que evidentemente 
habilita a que se eleve a la condición de ciudad. 


Como se expresa en el informe, la localidad de Cerro Chato 
es villa desde cl año 1964 y cuenta con servicios de carácter 
general totales, que es uno de los elementos que se requieren 
para que a una población se la califique como ciudad. Además, 
tiene un núcleo poblacional adecuado a esta designación y siem- 
pre ha demostrado un espíritu regionalista que tiene un enorme 
significado en la voluntad de afincamiento de sus habitantes. 


Fue así como surgió el ánimo local que promueve iniciati- 
vas y lleva adelante la posibilidad de mejoramiento general del 
centro urbano. 


Todo esto nos lleva a concluir que se han dado los elemen- 
tos exigibles para que este proyecto de ley, que ha sido infor- 
mado favorablemente por la Comisión de Constitución y Legís- 


lación, sea aprobado definitivamente por el Senado. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el proyecto de ley. 


(Se vota:) 


-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En discusión particular. 
Léase el artículo 1%, 


SEÑOR ZUMARAN. - Formulo moción para que se supri- 
ma la lectura. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción formulada. 


(Se vota:) 
-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD, 
En consideración el artículo único del proyecto de ley. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir, es el 
siguiente: 

“Artículo 1%, - Elévese a la categoría de ciudad a la actual 
Villa Cerro Chato de la cuarta sección judicial de Florida, 
octava sección judicial de Durazno y sexta del departamento de 
Trcinta y Tres.”) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


-21 en 22. Afirmativa. 
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Queda aprobado el proyecto de ley que se comunicará a la 
Cámara de Representantes, 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por 
ser igual al considerado) 


15) PROYECTO PRESENTADO 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de un proyecto de 
ley que ha llegado a la Mesa. 


(Se da del siguiente:) 


“Varios señores senadores presentan, con exposición de 
motivos, un proyecto de ley sobre formas de gestión estatal”. 


-A la Comisión de Constitución y Legislación, 
(Texto del proyecto presentado:) 
“EXPOSICION DE MOTIVOS 


El presente proyecto fue elaborado en el seno de un grupo 
de trabajo intersectorial (“de Reforma del Estado”) compuesto 
por representantes de sectores políticos que apoyaron el voto 
“por Sí” en el Plebiscito del 13 de diciembre de 1992. 


Este grupo trabajó con gran intensidad en reuniones sema- 
nales ininterrumpidas desde Febrero de 1993 hasta el día de la 
fecha, y fue presidido, de modo ejemplar, por el señor Senador 
Dante Irurtia. 


Todos sus miembros aportaron intelectualmente con serie- 
dad y dedicación y procuraron -dentro de los límites de sus 
convicciones- la mayor amplitud de consenso, Lamentable- 
mente no pudo lograrse acuerdo en torno a un solo proyecto. El 
presente cuenta con el apoyo de los Representantes del Partido 
por el Gobierno del Pueblo, Polo Progresista, Partido Demó- 
crata Cristiano, y Frente Amplio; en tanto que los Representan- 
tes del Foro Batllista y de la “Cruzada 94” coinciden en otro 
diferente, 


La principal descrepancia radicó en el modo de entender y 
regular el principio general en materia de concesiones. Para 
nosotros, en las actividades que las leyes asignan expresamente 
a organismos estatales, es necesario que los actos de permiso o 
concesión sean expresamente autorizados por la ley en cada 
caso; en tanto que en la opinión del Foro Batllista y la “Cruza- 
da 94”, el principio es el opuesto: salvo en algunas actividades 
consideradas estratégicas, se faculta a la Administración a con- 
ceder a particulares la prestación de servicios que las leyes han 
puesto expresamente a cargo de organismos públicos. 


La posición aludida de los firmantes, está regulada en el 
capítulo 1? del Proyecto que presentamos a la consideración de 
este cuerpo legislativo. Además de que nos parece que ese 
principio jurídico es cl ya vigente, estimamos que el cuerpo 
electoral, al rechazar los arts. 1% y 2? de la ley N* 16.200 en el 
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plebiscito del 13 de diciembre pasado -que consagraba lo que 
fue popularmente llamado “cheque en blanco” para concesio- 
nar los servicios- obliga al Parlamento a respetar esa posición. 
Desde luego que el principio referido no es aplicable en las 
previsiones del proyecto, a actividades conexas, accesorias O 
auxiliares de cada organismo las cuales, como también ocurre 
actualmente, pueden scr ejecutadas por terceros sin necesidad 
de una ley especial que lo autorice (Art. 5%); igualmente ocurre 
con la continuidad de las modalidades vigentes en la ejecución 
de obras públicas (Art. 49). 


TH 


El proyecto considera de suma importancia dentro de una 
reforma del Estado, y con el objeto de mejorar la eficacia y su 
eficiencia, que se perfeccione la forma cómo las Empresas 
Públicas están dirigidas y gestionadas, En cste sentido, se pro- 
ponen varias innovaciones entre las cuales se destacan: 


a) mecanismo de audiencia, que regularará el Senado, 
cuando considere solicitudes de venias formuladas por el 
Poder Ejecutivo para la designación de Dircctores. En tales 
audiencias con los candidatos postulados, el Senado podrá 


obtener elementos muy útiles para cxaminar con mejor co-, 


nocimiento de causa la pertinencia de las designaciones pro- 
puestas (Art. 12), El mecanismo de las audiencias ha sido 
utilizado con buen éxito en varios países; 


b) se reglamenta cl concepto de “condiciones técnicas” a 
que alude cl Art. 187 de la Constitución (Art. 13); 


c) se establece la instrumentación práctica para el cumpli- 
miento de los debcres de los Directores de rendir cuentas al 
culminar su gestión, debcres que a pesar de estar establecidos 
en la Constitución, han tenido muy poco cumplimiento prácti- 
co (Art. 15); 


d) se incluye en el Directorio de cada Ente Autónomo o 
Servicio Descentralizado -con excepción del caso del Banco 
Central- la exigencia de que uno de los propuestos por el Poder 
Ejecutivo cuando solicita la venia del Senado haya sido selec- 
cionado por el respectivo personal, a través de una elección en 
sufragio con todas las garantías democráticas. No se trata, en 
rigor, de un representante del personal, puesto que también 
intervienen cn su designación los Órganos políticos; estamos en 
cambio, frente a un peculiar modo de selección de un Director 
que compromete, por la mancra como se origina su designa- 
ción, el esfuerzo de los funcionarios en la responsabilidad de 
mejorar el funcionamiento de la empresa pública respectiva. 


-11- 


El proyecto procura desconcentrar la gestión de los Directo- 
rios, libcrándolos de las decisiones que sean puramente de eje- 
cución u operativas. 


A tal efecto se regula la competencia en este último sentido 
de lo que el proyecto denomina Organos de Nivel Gerencial, 
estableciendo con precisión sus atribuciones, así como el esta- 
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tuto jurídico de quienes hayan de desempeñarse en esa escala 
funcional (Arts. 16 y siguientes). Esta solución, además de 
dignificar un notorio mejoramiento y agilitación de la actividad 
del respectivo organismo, procura también “despolitizar” algu- 
nas decisiones operativas que, con frecuencia, han sido usadas 
con fines proselitistas, 


IV- 


El proyecto procura también la descentralización territorial 
en materia económica y social, tratando de involucrar en planes 
de desarrollo de esa naturaleza tanto al gobierno central como a 
los gobiernos departamentales y además a los entes autónomos 
y servicios descentralizados. Con esta finalidad, se recurre ins- 
titucionalmente a la figura de las “comisiones sectoriales”, que 
pueden ser formadas en la órbita de la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto según las previsiones de nuestra lexfondamenta- 
lis (Arts, 24 y siguientes). 


V- 


El proyecto prevé la creación de la figura del Defensor de 
Usuarios y Consumidores. Como es sabido, en muchos países, 
con distintas denominaciones, se ha buscado institucionalizar 
una suerte de representante distinguido de la sociedad civil 
(Ombudsman, o defensor del pueblo o mediateur, etc.) que 
goce de un amplísimo respaldo y de una gran independencia, A 
tales fines se proyecta un especial estatuto jurídico y régimen 
de atribuciones de esta muy importante figura que innovaría de 
manera muy saludable en nuestro país. (Arts. 26 y siguientes). 


Finalmente se proyectan normas para tutelar el derecho de 
todos los habitantes a recibir correctamente la prestación de los 
servicios ofrecidos al público, así como también la facultad de 
conocer cualesquiera documentos o actuaciones de la Adminis- 
tración que puedan afectar sus dercchos o intereses legítimos 
(Arts. 47 y 48), estableciéndose respecto de este último los 
límites generalmente aceptados (Art. 49), 


-VII- 


Los firmantes de este proyecto consideran que sus disposi- 
ciones básicas. contribuyen a lograr un doble objetivo, que esti- 
mamos coincidente con una racional interpretación del resulta- 
do del referido plebiscito del 13 de diciembre pasado: por un 
lado, establecer controles racionales del parlamento sobre la 
Administración en materia de concesiones de servicios públi- 
cos, lo que no es sino una aplicación específica del clásico 
sistema de frenos y contrapesos, indispensable en el funciona- 
miento del principio de la separación de poderes. Todo lo 
Cual es un especie de traducción técnica de lo que quiso el 
Cuerpo Electoral cuando rechazó los primeros artículos de la 
Ley N* 16.200; por otro lado, el proyecto procura con el mismo 
afán, reformar el funcionamiento del Estado y de los organis- 
mos y Empresas Públicas, funcionamiento cuya manera actual 
de producirse no conforma a la enorme mayoría de la pobla- 
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ción uruguaya, Creemos que este segundo aspecto también puede 
considerarse una correcta interpretación del proceso previo, con- 
comitante y posterior del multicitado plebiscito. 


Montevidco, 3 de junio de 1993. 


José Korzeniak, Danilo Astori, Carlos Cassina, 
Jaime Pérez, Leopoldo Bruera, Carlos Bouzas, 
Reinaldo Gargano, Mariano Arana, Hugo Bata- 
Jla, Alberto Zumarán, Senadores. 


CAPITULO I 
Formas de gestión estatal 


Artículo 1%, - El Poder Ejecutivo y sus dependencias, las 
Intendencias Municipales y sus dependencias, los Entes Autó- 
nomos y los Servicios Descentralizados deberán realizar por sí, 
por medio de sus servicios, todas las actividades que constitu- 
yen el cumplimiento de los cometidos que preceptivamente les 
asignen la Constitución y las leyes en forma expresa, sin per- 
juicio de lo dispuesto por el artículo 273 N* 8 de la Constitu- 
ción y de lo previsto en los artículos siguientes de la presente 
ley. 


Se entenderá que cl organismo actúa por medio de sus ser- 
vicios solamente cuando la actividad sca cumplida por perso- 
nal, permanente o a término, perteneciente a su estructura je- 
rárquica. 


Art, 2%, - El Poder Ejecutivo, los Entes Autónomos y los 
Servicios Descentralizados sólo podrán otorgar concesiones, per- 
misos o cualquier otro acto unilateral o bilateral que implique 
el cumplimiento de las actividades a que refiere el artículo 
anterior por un tercero por su cuenta y riesgo, cuando la ley lo 
autorice cn cada caso. 


Art. 3? - El Poder Ejecutivo, los Entes Autónomos y Servi- 
cios Descentralizados y las Intendencias Municipales podrán 
celebrar contratos de arrendamiento de obras o de servicios con 
terceros que se obliguen a cumplir por cucnta y riesgo del 
organismo algunas de las actividades de su competencia a que 
reficro el Art. 12 con sujeción a las leyes que regulan la cele- 
bración de esos contratos por la Administración y a lo dispues- 
to en los incisos siguientes, sólo cuando la actividad se cumpla 
sin transferencia del ejercicio de poderes públicos. 


El Poder Ejecutivo y los Entes comprendidos en el Capítulo 
II de la Sección XI de la Constitución podrán celebrar los 
contratos a que refiere el inciso primero y cumpliendo los re- 
quisitos allí establecidos, respecto a una actividad de su compe- 
tencia comprendida en el Art. 1%, sólo con carácter comple- 
mentario del camplimicnto de la misma por sus propios servi- 
cios, cuando por circunstancias excepcionales éstos scan insuli- 
cientes, dando cuenta a la Asamblea General. 


Los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados com- 
prendidos por el Capítulo 1 de la Sección XI de la Constitución 
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sólo podrán celebrar los contratos referidos en el inciso prime- 
ro cuando así lo resuclva fundadamente su Directorio por cua- 
tro votos conformes en los que tengan cinco miembros o por 
unanimidad en los que tengan tres, y previa autorización fun- 
dada otorgada por el Poder Ejecutivo dando cuenta a la Asam- 
blea General. 


Las Intendencias Municipales podrán celebrar los contratos 
a que refiere el inciso primero dando cuenta a la respectiva 
Junta Departamental. 


Art, 4%. - No están comprendidos en lo dispuesto por los 
artículos anteriores los actos o contratos que tengan por objeto 
la ejecución de obras públicas, cuyas diversas modalidades 
continuarán rigiéndose por las normas hasta ahora vigentes, 


Art. 5%, - El Poder Ejecutivo, las Intendencias Municipales, 
los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados podrán en 
cambio realizar por sí o contratar con terceros la ejecución de 
aquellas actividades de su competencia que, por conexas, acce- 
sorias o auxiliares de aquella principal referida en el artículo 
12, constituyen un medio para el cumplimiento conveniente y 
oportuno de aquel giro. 


Art, 62%. - Los actos unilaterales o bilaterales otorgados en 
violación de lo dispuesto en los artículos anteriores serán abso- 
lutamente nulos, y no darán lugar a reclamación alguna de 
quien haya desempeñado la actividad contra la Administración, 
por su existencia o ejecución de hecho, ni siquiera por daños y 
perjuicios o por enriquecimiento sin causa de la entidad estatal. 
La Administración podrá (deberá) reclamar la restitución de lo 
que hubiera pagado, aunque lo hubiera hecho a sabiendas de la 
nulidad. 


Art. 72, - El Poder Ejecutivo, los Entes Autónomos y los 
Servicios Descentralizados podrán celebrar los contratos a que 
refieren los artículos 2%, 3%, 4% y 5% con las Intendencias Muni- 
cipales. No regirán en tales casos la exigencia de ley especial 
del Art. 2* ni los requisitos de los incisos segundo y tercero del 
artículo 3%. 


Los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados sólo 
podrán obligarse al cumplimiento de actividades comprendidas 
en el giro que preceptivamente les asignen las leyes (Constitu- 
ción, Art. 190). 


Las Intendencias Municipales podrán celebrar los contratos 
a que refiere el inciso primero dando cuenta de la respectiva 
Junta Departamental, y únicamente respecto de actividades que 
se cumplirán dentro del territorio de su Departamento. 


Art. 82. - Los actos referidos en los Arts. 2%, 3%, 5* y 72 
deberán ascgurar la regularidad y continuidad de la actividad, 
el tratamiento igualitario a los terceros destinatarios y la razo- 
nable incorporación de las mejoras técnicas que pudieran ocu- 
rrir, así como adecuados poderes de control por la Administra- 
ción y su potestad de revocación o rescisión administrativa en 
caso de incumplimiento. 
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Art. 92 - El procedimiento para el otorgamiento de los 
actos unilaterales o bilaterales referidos en los artículos anterio- 
ros será el establecido con carácter general por las normas que 
regulan la contratación por estos organismos, 


Art. 10, - Derógase el ap. B del Art. 5* de la Ley N* 16.211, de 
1* de octubre de 1991, 


CAPITULO II 


Designación de directores de Entes Autónomos y 
Servicios Descentralizados 


Artículo 11. - Todos los miembros de los Directorios a que 
se refiere el artículo 1* de la Ley N* 15.740, de 8 de abril de 
1985, serán designados conforme a lo dispuesto por el inciso 12 
del artículo 187 de la Constitución de la República, reglamen- 
tado e interpretado por los artículos siguientes. 


Art, 12. - En la consideración de las solicitudes de venias 
formuladas por el Poder Ejecutivo y antes de cualquier pronun- 
ciamiento, la Cámara de Senadores, a través de la Comisión 
que determine, realizará audiencias a los efectos de formar 
opinión sobre la pertinencia de la postulación con las personas 
postuladas para integrar los Directorios. 


El reglamento interno de la Cámara de Senadores estable- 
cerá la forma y condiciones de realización de tales audiencias. 


Art. 13. - Las condiciones técnicas a que alude el artículo 
187 inciso primero de la Constitución de la República consisti- 
rán, primordialmente, en la versación sobre materias que espe- 
cificamente integren la competencia del organismo para cuya 
dirección se postula a una persona, 


Art, 14, - En la propuesta para integrar cualquiera de los 
Directorios de que se trata, con la excepción del Banco Central 
del Uruguay, el Poder Ejecutivo incluirá la de un miembro en 
cada Ente Autónomo o Servicio Descentralizado, seleccionado 


por el personal del mismo a través de una clección realizada” 


por el sistema de sufragio directo, secreto, obligatorio y univer- 
sal en cl sentido de la participación de todos los funcionarios 
del respectivo organismo. El Poder Ejecutivo y la Corte Electo- 
ral reglamentarán lo pertinente para la aplicación de este 
artículo en un plazo de sesenta días. 


Los Dircctores designados según lo previsto en esta disposi- 
ción debcrán reunir las mismas condiciones y tendrán igual 
estatuto jurídico, que los demás miembros de los Directores. 


Art. 15. - Se reglamentan los artículos 192 inciso final y 
193 de la Constitución de la República, de acuerdo a las si- 
guientes determinaciones: 


a) dentro de los tres meses anteriores a la fecha en que debe 
tomar posesión de su cargo el nuevo Presidente de la República 
conforme al artículo 158 de la Constitución de la República, 
todos los Directores comprendidos por las disposiciones que se 
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reglamentan deberán rendir cuenta de su gestión al Poder Eje- 
cutivo. Las rendiciones de cuentas deberán haber sido someti- 
das previamente a dictamen del Tribunal de Cuentas, y exista o 
no pronunciamiento de este órgano los Directores cumplirán 
con la presentación en plazo ante el Poder Ejecutivo. 


b) cuando la solicitud de venia de la Cámara de Senadores 
incluya personas que hayan sido anteriormente directores de 
algún Ente Autónomo o Servicio Descentralizado, el Poder 
Ejecutivo deberá acompañar la respectiva rendición de cuentas 
del nominado así como el dictamen producido al respecto por 
el Tribunal de Cuentas. La ausencia de este requisito obstará al 
otorgamiento de la venia correspondiente, 


CAPITULO IM 


Desconcentración de la gestión de los Entes Autónomos 
y Servicios Descentralizados 


Artículo 16. - Los Directorios o Directores Generales de 
los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados del Capítulo 
l de la Sección XI de la Constitución, en su carácter de admi- 
nistradores superiores o rectores de los servicios a Su cargo, son 
competentes para dirigir, planificar y controlar la actividad de 
sus respectivos organismos. Les corresponde en tal carácter la 
definición de estrategias, planes y programas para obtener los 
objetivos y metas fijados en su materia, y el control de la 
gestión, de la calidad de los servicios prestados y del logro de 
los resultados previstos. 


Son competentes para dictar los reglamentos, disposiciones 
generales, reglamentos singulares y directivas necesarios para 
el cumplimiento de los cometidos del organismo. Sólo dictarán 
las resoluciones que refieran a la situación funcional de los 
titulares de los órganos de nivel gerencial y las demás que les 
encomienden en especial la Constitución o las leyes. 


Art. 17. - Los órganos de nivel gerencial de los Entes Autó- 
nomos y Servicios Descentralizados del Capítulo I de la Sec- 
ción XI de la Constitución, son competentes para ejecutar los 
planes y cumplir los objetivos y metas definidos por los Direc- 
torios o Directores Gencrales respectivos. Les corresponde en 
tal carácter dirigir la gestión operativa de los servicios. 


Son competentes para dictar todas las resoluciones necesa- 
rias para el cumplimiento de los cometidos del organismo, sin 
más excepciones que aquellas enunciadas en el inciso segundo 
del artículo anterior y las que resulten del artículo siguiente. 
Los órganos jerarcas no podrán avocarse el dictado de aquellas 
resoluciones de competencia del nivel gerencial, sin perjuicio 
de su potestad de revisarlas mediando recurso de interesado, o 
aun de oficio cuando ello corresponda por derecho. 


Las resoluciones necesarias para el cumplimiento de los 
cometidos del organismo en departamentos del Interior de la 
República serán dictadas por órganos de nivel gerencial que 
tendrán su sede en el respectivo departamento. Podrán estable- 
cerse Órganos de nivel gerencial para agrupamientos de depar- 
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tamentos con sede en uno de ellos, cuando no se justifique su 
existencia en cada uno. 


Los Directorios, Directores Generales de los Entes Autóno- 
mos y Servicios Descentralizados podrán disponer por regla- 
mento que ciertas resoluciones puedan ser dictadas además por 
otros órganos inferiores al nivel gerencial, cumpliéndose siem- 
pre lo establecido en el inciso anterior, 


Art, 18. - Los cargos pertenccientes a la Gerencia Superior 
de los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados serán 
provistos por períodos de 5 años y por concurso de oposición y 
méritos y teniendo en cuenta la calificación de antecedentes 
funcionales entre los que sean funcionarios del respectivo Ente, 
El contrato sc podrá renovar por un período, sin perjuicio del 
derecho del funcionario de presentarse al nuevo concurso y 
deberá justificarse mediante una evaluación fundada de la ges- 
tión cumplida. 


En caso de no poder proveerse adecuadamente dichos car- 
gos con personal propio del Ente, podrá llamarse a concurso 
abierto, debiendo fundarse debidamente tanto las circunstan- 
cias que ameritan la utilización de este procedimiento, cuanto 
la provisión que en definitiva se haga del cargo. 


Cuando la provisión se haga con funcionarios públicos, tan- 
to pertenecientes al Ente como ajenos al mismo, éstos tendrán 
derecho a reservar el cargo o contrato original. 


Los contratos que se celebren con los funcionarios que ocu- 
pen cargos pertenecientes a la Gcrencia Superior deberán con- 
templar objetivos y metas a alcanzar por los gerentes en las 
áreas de su competencia y los indicadores idóneos para evaluar 
la gestión. El incumplimiento de los objetivos y metas fijados, 
podrá dar lugar a la rescisión del contrato, 


Art. 19, - El Poder Ejecutivo, por reglamento, podrá deter- 
minar otras resoluciones que serán originariamente adoptadas 
por el jerarca máximo, en todos los Entes Autónomos y Servi- 
cios Descentralizados o en algunos de ellos, según los casos. 


Art, 20. - A los efectos de lo dispuesto en los artículos 
anteriores, se entiende por: 


reglamento, las normas generales y abstractas creadas por 
acto administrativo; 


resolución, las normas particulares y concretas creadas por 
acto administrativo; 


disposición general, las normas gencrales y concretas crea- 
das por acto administrativo; 


reglamento singular, las normas particulares y abstractas 
creadas por acto administrativo; 


directiva, las normas que establecen pautas de oportunidad 
y conveniencia a tener en cuenta, que se aplicarán o no en 
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cada caso concreto según sus singularidades, creadas por 
acto administrativo. 


CAPITULO IV 


Planeamiento y control de gestión de los Entes y 
Servicios Industriales y Comerciales del Estado 


Artículo 21. - Interprétase que los presupuestos de los En- 
tes Industriales o Comerciales del Estado se proyectarán y apro- 
barán con la estructura que prevé para el Presupuesto Nacional 
el artículo 214 de la Constitución. A tales efectos, se conside- 
ran equivalentes a los “incisos” presupuestales, las divisiones, 
departamentos o unidades que corresponden orgánicamente a 
los principales cometidos del respectivo Ente o servicio, 


El proyecto de cada presupuesto anual deberá contener in- 
dicaciones con datos cuantitativos concretos, sobre el grado de 
cumplimiento de los programas aprobados en el presupuesto 
anterior, así como respecto de las cantidades efectivamente 
aplicadas a dichos programas. 


Art, 22, - Los presupuestos de los Entes Industriales o 
Comerciales del Estado (Constitución, Art. 221) deberán estar 
aprobados antes del comienzo del ejercicio económico corres- 
pondiente. Los Directorios respectivos, el Poder Ejecutivo y el 
Tribunal de Cuentas deberán adoptar las medidas necesarias 
para asegurarlo, 


Los pronunciamientos del Poder Ejecutivo y de los Entes 
previstos en los incisos tercero y cuarto del artículo 221 de la 
Constitución deberán producirse, respectivamente, en un térmi- 
no no mayor de treinta días. 


El Poder Ejecutivo deberá informar detalladamente a la 
Asamblea General, en su caso, las razones que impidieron el 
cumplimiento de lo dispuesto en este artículo, dentro de los 
treinta días siguientes al vencimiento del plazo de que se trate, 


Art. 23. - La Oficina de Planeamiento y Presupuesto asisti- 
rá al Poder Ejecutivo en la formulación de políticas sectoriales, 
planes y programas a ejecutar por los Entes Autónomos y Ser- 
vicios Descentralizados Industriales y Comerciales, y en el con- 
trol y coordinación de su ejecución. 


A tal fin deberá formar las Comisiones Sectoriales que en- 
tienda necesarias, en las que existirá representación de los En- 
tes o Servicios de que se trate y de las organizaciones más 
representativas de sus funcionarios. Existirá también represen- 
tación de las organizaciones de los destinatarios de los servi- 
cios, cuando sean razonablemente representativas, 


Art. 24, - Las Comisiones Sectoriales referidas en el artícu- 
lo 22 tendrán las siguientes atribuciones: 


a) dictaminar sobre los proyectos de presupuesto de los 
Entes Industriales o Comerciales del Estado previamente al 
asesoramiento que la Oficina de Planeamiento y Presupuesto 
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deberá brindar al Poder Ejecutivo de conformidad con lo dis- 
puesto por el inciso tercero del artículo 221 de la Constitución; 


b) proyectar y someter a consideración del Poder Ejecutivo, 
por intermedio de la Dirección de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, proyectos de ley, de reglamentos o de dircctivas, 
planes y programas, relativos a la gestión de los Entes y Servi- 
cios; 


Cc) proyectar y someter a consideración de los Directorios O 
Direcciones Generales, por intermedio de la Dirección de la 
Oficina de Plancamiento y Presupuesto, proyectos de regla- 
mentos, disposiciones generales, reglamentos singulares o di- 
rectivas, planes y programas, relativos a los servicios de sus 
dependencias; 


d) proponer al Poder Ejecutivo, por intermedio de la Dircc- 
ción de la Oficina de Plancamiento y Presupuesto, el conjunto 
de indicadores que permitan evaluar la eficacia y eficiencia de 
los servicios prestados por cada organismo y la calidad de su 
gcstión administrativa; 


Cc) procurar la coordinación de la gestión de los Entes y 
Servicios con la de las demás entidades públicas y privadas, 
proyectando y proponiendo a quien corresponda, por interme- 
dio de la Dirección de la Oficina de Plancamiento y Presupues- 
to, los actos que entienda adecuados para ello; 


f) evaluar permanentemente la eficacia y eficiencia de la 
gestión de los Entes y Servicios y la calidad de los servicios 
que prestan, scan cllos realizados directamente o a través de los 
actos y contratos previstos en los artículos 2%, 3%, 5* y 7% de la 
presente ley, informando al Poder Ejecutivo por intermedio de 
la Dirección de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto a los 
efectos del artículo 197 de la Constitución; 


£g) en general, informar y asesorar al Poder Ejecutivo por 
intermedio de la Dirccción de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, sobre la gestión de los Entes y Servicios. 


CAPITULO V 
Descentralización territorial económica y social 


Artículo 25. - La Oficina de Plancamiento y Presupuesto 
asistirá al Poder Ejecutivo en la formulación de políticas, pla- 
nes y programas de desarrollo tendientes a la descentralización 
territorial económica y social, 


A tal fin deberá formar una o más Comisiones Sectoriales 
según lo entienda necesario, en las que existirá representación 
del Congreso de Intendentes, de las empresas públicas, y de las 
organizaciones más representativas de los trabajadores y de los 
empresarios. Podrá existir también representación de organizacio- 
nes representativas de otros tipos de intereses sociales difusos. 


Art. 26. - Las Comisiones Sectoriales referidas en el artícu- 
lo 24 tendrán las siguientes atribuciones: 


CAMARA DE SENADORES C.S.- 67 


a) Coordinar actividades, formular recomendaciones o brin- 
dar asesoramiento a efectos de obtener la descentralización 
territorial económica y social; 


b) Impulsar la descentralización industrial y alentar la ex- 
pansión agroindustrial en conexión con el desarrollo agrope- 
cuario; 


c) Coordinar programas y actividades del área social, for- 
mulando recomendaciones y brindando asesoramiento a efectos 
de asegurar un armónico acceso de la población a los referidos 
programas y actividades, de conformidad con la radicación de 
asentamientos humanos en el territorio nacional o las necesida- 
des que la política de desarrollo regional identifique; 


d) Coordinar las obras de infraestructura y comunicaciones 
nacionales, departamentales o locales a efectos de obtener una 
económica conexión entre actividades productivas y núcleos 
poblados del territorio nacional; 


e) Promover la coordinación de las actividades de los Go- 
bienos Departamentales entre sí y de éstos con el resto dcl 
sector público; 


f) Coordinar programas y acciones, formulando recomenda- 
ciones y prestando asesoramiento, a efectos de impulsar el de- 
sarrollo de actividades productivas privadas en áreas del terri- 
torio nacional que, por su rezago productivo o demográfico, así 
lo requieran; 


g) Formular programas de desarrollo de las áreas fronterizas 
de la República; 


h) Coordinar programas y actividades, formulando reco- 
mendaciones y prestando asesoramiento, a efectos de la preser- 
vación de los recursos naturales, el aprovechamiento del suelo, 
la adopción de tecnologías productivas y el armónico desarro- 
llo de asentamientos humanos en el territorio nacional; 


1) Promover la celebración de los contratos a que se refiere 
el artículo 72, como medio tendiente a los objetivos enunciados 
en los apartados anteriores; 


j) Proyectar y someter a consideración del Poder Ejecutivo, 
por intermedio de la Dirección de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, proyectos de ley, de reglamentos o de directivas, 
planes y programas, tendientes a la obtención de los objetivos 
enunciados en los apartados anteriores; 


k) Proyectar y someter a consideraciones de los Gobiernos 
Departamentales, por intermedio de la Dirección de la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto, proyectos de decretos departa- 
mentales con fuerza de ley en su jurisdicción, de reglamentos o 
de directivas, planes y programas tendientes a la obtención de 
los objetivos enunciados en los apartados anteriores; 


1) Proyectar y someter a consideración de los Directorios, 
Direcciones Generales o Consejos Directivos de los Entes Au- 
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tónomos y Servicios Descentralizados, por intermedio de la 
Dirección de la Oficina de Plancamicnto y Presupuesto, pro- 
yectos de reglamentos, disposiciones generales, reglamentos sin- 
gulares o directivas, planes y programas, tendientes a la obten- 
ción de los objetivos enunciados en los apartados anteriores. 


CAPITULO VI 
Defensor de usuarios y consumidores 
Sección 1 - Creación 


Artículo 27, - Créase el Defensor de usuarios y consumido- 
ros para las Administraciones Descentralizadas, con la finali- 
dad de asistir y asesorar a la Asamblca General, a las dos 
Cámaras, a las Comisiones Parlamentarias y a los integrantes 
de los órganos legislativos, en el cumplimiento de sus funcio- 
nes de control directo o indirecto sobre la legitimidad, oportu- 
nidad, conveniencia y eficiencia de los actos y la gestión de los 
Entes Autónomos y Servicios Descentralizados comprendidos 
en el Capítulo I de la Sección XI de la Constitución (o indus- 
triales y comerciales). 


Podrá asistir y asesorar asimismo al Poder Ejecutivo y al 
Tribunal de Cuentas a solicitud de dichos órganos en el cumpli- 
miento de los comctidos de control sobre los Entes Autónomos 
y Servicios Descentralizados referidos en el inciso primero que 
les confieran la Constitución y las leyes, 


Quedan comprendidas en lo dispuesto por esta ley las enti- 
dades a que refiere el Art. 188 de la Constitución, las personas 
públicas no estatales y las personas respecto a quienes se hayan 
otorgado por los Entes Autónomos y Servicios Descentraliza- 
dos del Capítulo I de la Sección X1 de la Constitución (o 
industriales y comerciales) los actos a que refieren los Arts, 22, 
32 y S* de la presente ley. 


Sección II - Atribuciones del Defensor 


Artículo 28. - El Defensor tendrá las siguientes atribucio- 
nes: 


a) Asistir y asesorar a los órganos del Poder Legislativo y a 
sus integrantes, así como al Poder Ejecutivo y al Tribunal de 
Cuentas a su requerimiento, en el ejercicio de sus funciones de 
control referidas en el Art. 1%, 


b) Realizar, de oficio, a petición o denuncia de interesado, 
o a requerimiento de los órganos o funcionarios a quienes asis- 
te y asesora conforme al Art. 19, cualquier investigación relati- 
va a los servicios prestados por las entidades controladas referi- 
das en dicho Art. 12, 


c) Recibir denuncias sobre la ilegitimidad, inoportunidad, 
inconvenicncia y ineficiencia de los servicios prestados por las 
entidades controladas referidas en el artículo 1%. En tal caso 
deberá oír los descargos de la entidad denunciada, antes de 
formular las recomendaciones que estime convenientes. 
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d) Requerir a todos los órganos estatales y a las demás 
entidades refcridas en el artículo 1%, así como a particulares, 
los documentos, antecedentes, datos e informes que estime ne- 
cesarios para llenar su cometido, 


e) Realizar inspecciones tendientes a verificar el adecuado 
funcionamiento de los servicios, Las entidades sujetas a control 
referidas en el Art. 19%, deberán permitir el acceso del Defensor 
o de los funcionarios que €l indique, a todas sus dependencias 
y a la documentación que estime necesaria para cumplir su 
cometido, para lo cual se requerirá la orden judicial de allana- 
miento cuando corresponda por derecho. 


f) Preparar y promover los estudios e informes que conside- 
re convenientes para el mejor desempeño de sus funciones, 


g) Presentar anualmente un informe público ante la Asam- 
blea General y ante ambas Cámaras, en el que analizará la 
gestión cumplida con expresa mención de las recomendaciones 
y sugerencias formuladas y de su resultado. El informe podrá 
contener recomendaciones de carácter general. Cuando la gra- 
vedad o urgencia de los hechos lo aconsejen, podrá brindar 
informes extraordinarios. 


h) Publicar cuando lo estime conveniente, las recomenda- 
ciones formuladas o las conclusiones de los estudios rcaliza- 
dos. 


Art. 29. - Cualquier persona podrá dirigir, en escrito funda- 
do, quejas, denuncias o peticiones al Defensor. 


Podrán rechazarse las quejas, denuncias o peticiones anóni- 
mas y las que denoten mala fe, falta notoria, futilidad o triviali- 
dad de fundamento. También podrán rechazarse las que se 
presenten luego de vencido el plazo de seis meses contados a 
partir del momento en que se tuvo conocimiento de los hechos 
en que se funda. En todo caso, se deberá fundar el rechazo, 
dando conocimiento al promotor. 


Admitida la queja, denuncia o petición, se procederá a rea- 
lizar una investigación informal sumaria y reservada, oyéndose 
en todo caso a la autoridad o entidad involucrada. El resultado 
de la investigación, las recomendaciones formuladas y la res- 
puesta de sus destinatarios se comunicarán a los interesados, 
salvo que el Defensor entendiera que deben permanecer secre- 
tos por razones de interés público. 


Art. 30. - El Defensor no podrá modificar, sustituir o revo- 
car actos públicos o privados, imponer sanciones ni otorgar 
indemnizaciones. Podrá sin embargo sugerir la modificación 
de los criterios utilizados para dictarlos. 


Art. 31. - Como conclusión de cualesquiera de sus actun- 
ciones, el Defensor podrá formular recomendaciones tanto a 
los órganos controlantes como a las entidades controladas refe- 
ridos en el Art. 12, 
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Las recomendaciones formuladas por el Defensor no ten- 
drán carácter obligatorio, pero el destinatario debcrá, dentro de 
los treinta días de notificado, dar cuenta por escrito al Defensor 
de las razones que le asisten para no seguirlas, 


Cuando la cuestión planteada esté sometida a decisión juris- 
diccional, el Defensor se abstendrá de pronunciarse sobre el 
caso concreto, pero podrá formular recomendaciones sobre las 
cuestiones generales involucradas en el procedimiento, 


Art. 32, - Todas las actuaciones del Defensor tendrán ca- 
rácter reservado y confidencial, tanto respecto de los particula- 
res como de los funcionarios, Órganos o entidades involucra- 
dos, sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados g) y h) del 
Art. 2* y del derecho de los involucrados de presentar sus 
descargos y articular su defensa antes de que la investigación 
se considere concluida, 


Art. 33. - El funcionario público que requerido al efecto 
por el Defensor, omiticre o rehusare sin causa justificada con- 
testar los requerimientos de informes o facilitar el acceso a 
expedientes o documentación administrativa necesarios para la 
“investigación, incurrirá en el delito previsto en el artículo 164 
del Código Penal. 


El particular que requerido al efecto por el Defensor, omi- 
ticre o rehusare sin causa justificada contestar los requerimien- 
tos de informes o facilitar el acceso a documentación vinculada 
con las funciones referidas en el Art. 1%, incurrirá en el delito 
del artículo 173 del Código Penal. 


Sección III - Estatuto del Defensor 


Art. 34. - El Defensor será designado por la Asamblea 
General por tres quintos (dos tercios) de votos del total de sus 
componentes, por un término de sicte años, pudiendo ser re- 
electo por una sola vez, 


Para ser designado Defensor se requiere título profesional o 
idoneidad cquivalente que lo habilite para el ejercicio de su 
función y las calidades requeridas para ser Senador. 


Art. 35, - El cargo de Defensor es incompatible con toda 
otra función dependiente del Poder Legislativo, del Poder Eje- 
cutivo, del Poder Judicial, del Tribunal de Cuentas, del Tribu- 
nal de lo Contencioso Administrativo, de la Corte Electoral, de 
los Gobiernos Departamentales, Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados, de una persona pública no estatal o de las 
demás entidades referidas en cl inciso tercero del artículo 1*, 
con excepción en todos los casos de la enscñanza superior, 


También es incompatible con el ejercicio de cualquier acti- 
vidad privada que se relacione con sus funciones. 


Art. 36. - El Defensor deberá abstenerse, bajo pena de 
destitución e inhabilitación de dos a diez años para ocupar 
cualquier empleo público, de formar parte de comisiones y 
clubes políticos, de. suscribir manifiestos de Partido, autorizar 
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el uso de su nombre y, en general, ejecutar cualquier otro acto 
público o privado de carácter político, salvo el voto. 


Art. 37. - El Defensor no podrá ser candidato a ningún 
cargo electivo si no han transcurrido dos años entre la fecha de 
su cese y la de la elección. 


Art. 38. - El Defensor desde el día de su designación hasta 
el de su cese, no puede ser arrestado, salvo en el caso de delito 
infraganti y entonces se dará cuenta inmediata a la Asamblea 
General o a la Comisión Permanente, con la información suma- 
ria del hecho. 


Art, 39. - Tampoco podrá ser acusado criminalmente, des- 
de el día de su designación hasta el de su cese, sino ante la 
Asamblea General, la que, por dos tercios de votos del total de 
sus componentes, resolverá si hay lugar a la formación de cau- 
sa y, en caso afirmativo, lo declarará suspendido en sus funcio- 
nes y quedará a disposición del Tribunal competente. 


Art. 40. - El Defensor jamás será responsable por las opi- 
niones que formule o los actos que realice en el desempeño de 
sus funciones, sin perjuicio de los dispuesto por el Art. 25 de la 
Constitución. 


Art. 41. - El Defensor no estará sujeto a mandato imperati- 
vo, ni recibirá instrucciones de ninguna autoridad, debiendo 
desempeñar sus funciones con plena autonomía y de acuerdo a 
su criterio, 


Art. 42. - La actividad del Defensor no se interrumpirá por 
el receso de las Cámaras, por su disolución de acuerdo a lo 
previsto en la Sección VIT de la Constitución o por la expira- 
ción de su mandato. En tales casos, la relación del Defensor 
con el Poder Legislativo se realizará a través de la Comisión 
Permanente. 


Art. 43. - El Defensor cesará en su cargo por alguna de las 
siguientes causales: 


a) por muerte o incapacidad sobreviniente. 


b) por vencimiento del plazo de su mandato. Sin embargo, 
continuará en el desempeño de sus funciones hasta que sea 
designado quien haya de sucederle en el cargo. 


€) por renuncia aceptada por la Asamblea General. 


d) por destitución dispuesta por la Asamblea General por 
tres quintos de votos del total de sus componentes, previo deba- 
te y conforme a lo dispuesto en el Art. 66 de la Constitución, 
por ineptitud, omisión o delito en el ejercicio del cargo, por 
haber sido condenado por sentencia firme por delito doloso 
cometido fuera del ejercicio del cargo, o por la comisión de 
otros actos que afecten su buen nombre o el prestigio de la 
institución. 


Art. 44, - El Defensor podrá designar los asesores y el 
personal necesarios para el ejercicio de sus funciones, de acuer- 
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do con lo que oportunamente reglamente la Asamblea Gencral 
y dentro de sus límites presupucstales, 


Inclúyese al Defensor para las Administraciones Des- 
centralizadas en el régimen previsto por cl Art. 20 de 
la Ley N* 15,903, de 10 de noviembre de 1987, en la redac- 
ción dada por el artículo 40 de la Ley N* 16,320, de 1* de 
noviembre de 1992, con el límite de diez funcionarios en comi- 
sión, simultáncamente. 


Art. 45, - Todo el personal dependiente del Defensor se 
considerará asimilado, en cuanto a sus prerrogativas e incom- 
patibilidades, al personal del Poder Legislativo. 


Art. 46. - Los asesores del Defensor cesarán automática- 
mente en el momento en que asuma el nuevo Defensor desig- 
nado por la Asamblea General. 


Art. 47, - La dotación del Defensor será fijada por la Asam- 
blca General, la que asimismo aprobará el presupuesto necesa- 
rio para cl funcionamiento del instituto, que constituirá una 
partida dentro del Presupuesto del Poder Legislativo. 


CAPITULO VI. - NORMAS SOBRE TUTELA 
JURISDICCIONAL DE LOS 
DERECHOS DE LOS HABITANTES 


Art. 48. - El derccho de todo habitante a la prestación, en 
forma continua, regular y adecuada al principio de igualdad, de 
los servicios ofrecidos al público por entidades de derccho pú- 
blico o por sus concesionarios o permisarios, está comprendido 
en el Art. 72 de la Constitución de la República. 


La omisión, negativa, suspensión, interrupción o supresión 
de la prestación de esc servicio a una persona determinada, 
ocurridos con ilegitimidad manifiesta, habilitarán la deducción 
de la acción de amparo prevista en al Ley N* 16.011, de 19 de 
- diciembre de 1988. Serán competentes los Juzgados Letrados 
de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo en Mon- 
tevidco, y los Juzgados Letrados de Primera Instancia del Inte- 
rior en su jurisdicción. 


Art. 49. - El derecho de todo habitante a conocer los docu- 
mentos o actuaciones de la Administración pública, estatal o no 
estatal, que afecten o puedan afectar sus derechos o interesos 
legítimos, está comprendido en el Art. 72 de la Constitución de 
la República. 


El desconocimiento de ese derecho, por dencgatoria expre- 
sa 0 ficta o aun por demora no razonable, ocurrido con ilegiti- 
midad manifiesta, habilitará la deducción de la acción de am- 
paro prevista en la Ley N* 16.011, de 19 de diciembre de 1988. 
Serán competentes los Juzgados Letrados de Primera Instancia 
en lo Contencioso Administrativo en Montevideo, y los Juzga- 
dos Letrados de Primera Instancia del Interior en su jurísdic- 
cion, 
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Art. 50. - Se excluyen del derecho a que reficre el artículo 
anterior, los documentos o actuaciones siguientes: 


a) los relativos a la defensa nacional y a las relaciones con 
otros Estados u organismos internacionales; 


b) los relativos al mantenimiento del orden público y a la 
prevención y represión de delitos: esta última excepción com- 
prende sólo los documentos relativos a actuaciones cn trámite, 
pero no los que tengan que ver con actuaciones concluidas o 
con los antecedentes personales que las dependencias policia- 
les tengan registrados sobre el interesado; 


c) los relativos a la adopción de decisiones gencrates en 
materia de política tributaria, monctaria, cambiaria, de comcr- 
cio interior y exterior y de la deuda pública; 


d) en general, los documentos o actuaciones cuyo conoci- 
miento pueda frustrar u obstaculizar una acción administrativa 
proyectada o en trámite, o causar lesión grave al derecho de 
terceros. 

El órgano jurisdiccional actuante mantendrá en reserva la 
información proporcionada por la Administración para fundar 
la inclusión de la documentación de que se trate en una de las 
excepciones precedentes, Si la sentencia hiciera lugar a esa 
inclusión, podrá omitirse la expresión de sus fundamentos en 
cuanto sea necesario para mantener el secreto de los documen- 
tos o actuaciones, y aquella información reservada será devucl- 
ta a la Administración que la proporcionó. 


Art. 51. - Declárase, a los efectos del Art. 2% de la 
Ley N* 16.011, de 19 de diciembre de 1988, que los 
recursos administrativos y la acción de nulidad, previstos 
en la Sección XVII de la Constitución y sus reglamentaciones, 
no constituyen medios judiciales o administrativos que permi- 
tan obtener el resultado previsto en el literal B del artículo 9% 
de esa misma ley. 


Art. 52. - Derógase el Art. 374 de la Ley N* 16.170, de 28 
de diciembre de 1990. 


Art, 53. - Sustitúyese el artículo 401 del Código Gencral 
del Proceso por el siguiente: 


“ARTICULO 401. - Sentencias contra Gobiernos Depar- 
tamentales, Entes Autónomos y Servicios Descentralizados 
en general. Ejecutoriada una sentencia contra un Gobierno 
Departamental, Ente Autónomo o Servicio Descentralizado, el 
acreedor pedirá su ejecución mediante el procedimiento que 
corresponda. 


Si la sentencia condenare al pago de una cantidad de dinero 
líquida y exigible, se hará saber al Banco de la República 
Oriental del Uruguay que debe poner a la orden del órgano 
jurisdiccional interviniente, debitándola en cuenta del organis- 
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mo condenado, una suma equivalente al monto de la ejecución, 
a lo que debe proveerse dentro del plazo máximo de diez días. 
Confirmada por el Banco la disponibilidad de la suma, se libra- 
rá orden de pago a favor del acreedor. 


Los órganos respectivos proveerán de inmediato lo necesa- 
rio para que, con los recursos propios del Gobierno Departa- 
mental, Ente o Servicio, se cancele el crédito bancario que 
pudiera haber resultado, dentro del ejercicio. Si no fuera posi- 
ble por ausencia de recursos, se incluirán en el próximo presu- 
puesto o rendición de cuentas en su caso las partidas necesarias 
para esa cancelación”. 


NORMAS REFERIDAS 
Art. 5, ap. B de la Ley N* 16.211 (referido en el Art. 10): 


Artículo 5%. - Los organismos referidos en el artículo ante- 
rior (Entes Autónomos y Servicios Descentralizados del domi- 
nio comercial e industrial del Estado, con la excepción del 
Banco de la República O. del Uruguay, Banco Central del 
Uruguay y Banco de Previsión Social: 


B) No desarrollarán actividades cuyos ingresos directos no 
scan suficientes para cubrir los gastos y amortizaciones que 
aquéllas ocasionen, salvo que se cumplan los dos extremos 
siguientes: 


a) Que por resolución fundada del Director o Directorio del 
organismo y con aprobación del Poder Ejecutivo se juzgue que 
extsten motivos suficientes para justificar la pérdida dé recur- 
Sos. 


b) Que el Organismo en su conjunto sea superavitario o, 
caso contrario, se le otorgue por ley un subsidio directo para tal 
actividad. En uno y otro caso se incluirá de modo explícito en 
los presupuesto el monto del subsidio interno o externo y en los 
informes, el resultado de las actividades deficitarias. 


Artículo 1* de la Ley N* 15,740, de 8 de abril de 1985 
(referido en el Art, 11) 


Art. 12. - Los Entes Autónomos y los Servicios Descentrali- 
zados serán administrados de la siguiente forma: 


a) el BROU, el BSE, el BHU, la UTE, la ANTEL, la AN- 
CAP, la AFE, y la ANP, por Directorios integrados por cinco 
miembros designados conforme a lo dispuesto por cl Art. 187 
de la Constitución de la República. 


b) El BCU, la OSE, la PLUNA y la ILPE, por Directorios 
compuestos por tres miembros designados conforme a lo dis- 
puesto por cl Art. 187 de la Constitución de la República. 
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Art. 20 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, 
en la redacción dada por el artículo 40 de la Ley N* 16.320, 
de 1? de noviembre de 1992 (referido en el Art. 43). 


Art. 20). - Autorízase el traslado de funcionarios de organis- 
mos públicos estatales y no estatales para desempeñar, en co- 
misión, tareas de asistencia directa al Presidente de la Repúbli- 
ca, Ministros de Estado y Legisladores nacionales, a expresa 
solicitud de éstos, 


Art. 2? de la Ley N* 16.011, de 19 de diciembre de 1988 
(referido en el Art. 50). 


Art. 22, - La acción de amparo sólo procederá cuando no 
existan otros medios judiciales o administrativos que permitan 
obtener el mismo resultado previsto en el literal B del Art. 9% o 
cuando, sí existieren fueren por las circunstancias claramente 
inelicaces para la protección del derecho. Si la acción fuera 
manifiestamente improcedente, el Juez la rechazará sin sustan- 
ciarla y dispondrá el archivo de las actuaciones. 


(El resultado previsto en el literal B del Art. 9 consiste en: 
la determinación precisa de lo que deba o no deba hacerse y el 
plazo por el cual dicha resolución regirá, si es que correspon- 
dicre fijarlo.) 


Art. 374 de la Ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990 
(referido en el Art. 51). 


Art. 374. - Las disposiciones del decrcto-ley N* 14,978, de 
14 de diciembre de 1979, no serán aplicables a aquellos proce- 
sos en los que sean parte las personas jurídicas de derecho 
público. 


(El decreto-lcy N* 14,978, fue el que consagró el régimen 
de astreintes para asegurar cl cumplimiento de resoluciones 
judiciales; fue luego sustituido por el régimen de los Arts. 374, 
398 y 399 del C.G.P. pero de cualquier mancra el Art. 374 de 
la Loy N* 16.170, cuya derogación ahora se propone, tiene el 
incquívoco propósito de excluir las medidas de conminación o 
astricción en los procesos a que refiero). 


José Korzeniak, Carlos Cassina, Danilo Astori, Rei- 
naldo Gargano, Luis Bruera, Mariano Arana, Jaime 
Pérez, Alberto Zumarán, Carlos Bouzas, Hugo Bata- 
Ha. Senadores” 


16) MEVIR Y SUS 25 AÑOS DE OBRA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de una solicitud de 
autorización para realizar una exposición en Sala. 


(Se da de la siguiente:) 
“El señor Senador Elso Goñi solicita autorización para ha- 


cer una exposición en Sala, sobre cl tema MEVIR y sus 25 
años de obra”, 


72 -C.S. 


«Léase. 
(Se lec:) 
“Montevideo, 3 de junio de 1993. 


Señor Presidente de la 

Cámara de Senadores 

Doctor Gonzalo Aguirre Ramírez 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Por la presente solicito a usted, autorización de acuerdo a lo 
establecido en el artículo 165, del Reglamento de la Cámara de 
Senadores, para hacer uso de 60 minutos de exposición en Sala, 


El tema a exponer es “M,E,V,L.R., sus 25 Años de Obras”. 


Agradeciéndole desde ya su atención, le saluda atentamen- 
tc. 


Wilson Elso Goñi. Senador”, 


-La Mesa desca consultar al señor Senador Elso Goñi en 
qué fecha desca llevar a cabo su exposición, 


SEÑOR ELSO GOÑT. - En la primera sesión ordinaria del 
mes de julio. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar si se concede autorización al señor Senador Elso 
Goñi para realizar una exposición de 60 minutos sobre el tema 
“MEVIR, sus 25 años de obras”, en la primera sesión ordinaria 
del mes de julio, 


(Sc vota:) 
-23 en 23. Afirmativa, UNANIMIDAD. 


17) INFORMES DE LA COMISION DE ASUNTOS AD- 
MINISTRATIVOS RELACIONADOS CON SOLICI- 
TUDES DE VENIA DEL PODER EJECUTIVO PARA 
EXONERAR DE SUS CARGOS A VARIOS FUNCIO- 
NARIOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Corresponde pasar a sesión secre- 
la para considerar los asuntos que figuran en 7* lugar del orden 
del día. 


CAMARA DE SENADORES 


3 de Junio de 1993 


Se pasa a sesión secreta. 
(Así se hace, Es la hora 18 y 3 minutos) 
(En sesión pública) 


SEÑOR PRESIDENTE, - Habiendo número, continúa la 
sesión. 


(Es la hora 18 y 57 minutos) 
-Dése cuenta de lo actuado en sesión secreta, 


SEÑOR SECRETARIO (Dr. Juan Harán Urioste). - El Se- 
nado, en sesión secreta resolvió conceder venia al Poder Ejecu- 
tivo para destituir de sus cargos a cuatro funcionarios del Mi- 
nisterio de Salud Pública, a un funcionario del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas y a uno del Ministerio de Defensa 
Nacional. A su vez, negó la venia para destituir a un funciona- 
rio del Ministerio de Economía y Finanzas y resolvió devolver, 
a fin de completar antecedentes, el expediente referido a un 
funcionario del Ministerio de Defensa Nacional. 


18) SELEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE, - Habiéndose agotado el orden del 
día, se levanta la sesión. 


(Así se hace a la hora 19 y 3 minutos, presidiendo el 
doctor Aguirre Ramírez y estando presentes los señores 
Senadores Alonso Tellechea, Arana, Astori, Bouzas, Ca- 
denas Boix, Cassina, Cigliuti, Elso Goñi, Gargano, Kor- 
zeniak, Librán Bonino, Millor, Olascoaga, Pérez, Santo- 
ro, Urioste y Zumarán). 
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